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                               Concepto 5649

Bogotá, D.C., 17 de octubre de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 2, 5A, 6, 11A, 11C, 11D, 15, 15A, 16, 16A, 17, 17B, 17C, 18, 18A, 18B, 22, 23, 23A, 25, 26, 44, 46, 46A, 46B, 54 y 72 de la Ley 975 de 2005, “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios”; y los artículos 37 a 41 de la Ley 1592 de 2012, “Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 […]”.

Actor: Alirio Uribe Muñoz y otros.

Magistrado Ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB. 

         
Expediente D-9818.

Concepto 5649
Según lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución, rindo concepto sobre la demanda instaurada por los ciudadanos Alirio Uribe Muñoz, Iván Cepeda Castro, Judith Maldonado Mojica, Blanca Irene López Garzón, Gelasio Cardona Serna, Lilia Peña Silva, Luis Alfonso Castillo Garzón, Vilma Gutiérrez Méndez, Diógenes Manuel Arrieta, Miguel Santiago Deavila, Elías Sebastián Castro Ramírez, Dora María Macías Montero, Ricardo Rosas Viso y Félix Tomás Batta Jiménez quienes, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta Política, demandaron los artículos 2°, 5A, 6°, 11A, 11C, 11D, 15, 15A, 16, 16A, 17, 17B, 17C, 18, 18A, 18B, 22, 23, 23A, 25, 26, 44, 46, 46A, 46B, 54 y 72 de la Ley 975 de 2005, “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios”, y los artículos 37 a 41 de la Ley 1592 de 2012, “Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 […]”, cuyo texto, por razón de la extensión de la demanda y para afectos metodológicos, se reproducirá junto a cada uno de los cargos formulados en la demanda. 
1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que los artículos demandados “son contrarios a la normatividad y principios superiores contenidos en el preámbulo y [en] los artículos 1, 2, 5, 11, 12, 13, 22, 29, 93, 113, 116, 228, 229, 250 numerales 6 y 7, de la Constitución Política”. También invocan como vulnerados: el artículo 8° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; los artículos 2 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el artículo 14 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; el artículo 39 de la Convención sobre los Derechos del Niño; los artículos 1°, 3° y 6° de la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; y los artículos 1°, 8° y 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. 

Para sustentar lo anterior, en la demanda se señalan tres cargos que se resumirán aquí en términos generales, en razón de su extensión, sin perjuicio de que al analizarlos se haga mención a algunos de sus elementos más específicos.

1.1. Violación de la obligación constitucional del Estado colombiano de investigar las conductas punibles por renuncia indebida al deber de investigar y vulneración de los derechos de las víctimas  

En primer lugar, los accionantes demandan los artículos 2°, 5A, 15, 15A, 16, 16A, 17, 18 y 23 de la Ley 975 de 2005, cuyo texto es el siguiente  (se subraya lo demandado):
LEY 975 DE 2005
(julio 25)

Diario Oficial No. 45.980 de 25 de julio de 2005

Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios.

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA:

[…]

ARTÍCULO 2o. AMBITO DE LA LEY, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN NORMATIVA. 

La presente ley regula lo concerniente a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales de las personas vinculadas a grupos armados organizados al margen de la ley, como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y contribuir decisivamente a la reconciliación nacional, aplicando criterios de priorización en la investigación y el juzgamiento de esas conductas […]

ARTÍCULO 5A. ENFOQUE DIFERENCIAL. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, raza, etnia, orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, la participación de las víctimas en el proceso penal especial de que trata la presente ley, así como el proceso judicial y la investigación que se realice, deberán contar con dicho enfoque, sin perjuicio de la aplicación de criterios de priorización. 
El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a mayor riesgo de las violaciones a que se refiere el artículo 5o de la presente ley, tales como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, campesinos/as, líderes/lideresas sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores/as de Derechos Humanos, víctimas de desplazamiento forzado y miembros de pueblos o comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, cuando el riesgo se genere con ocasión de su participación en el proceso judicial especial de que trata la presente ley. 

ARTÍCULO 15. ESCLARECIMIENTO DE LA VERDAD. Dentro del procedimiento que establece la presente ley los servidores públicos dispondrán lo necesario para que se asegure el esclarecimiento de la verdad sobre el patrón de macrocriminalidad en el accionar de los grupos armados organizados al margen de la ley y se pueda develar los contextos, las causas y los motivos del mismo. 

La investigación se surtirá conforme a los criterios de priorización que determine el Fiscal General de la Nación en desarrollo del artículo 16A de la presente ley. En todo caso, se garantizará el derecho de defensa de los procesados y la participación efectiva de las víctimas. 

[…]

PARÁGRAFO. En los eventos en los que haya lugar, la Fiscalía General de la Nación velará por la protección de las víctimas, los testigos y los peritos que pretenda presentar en el juicio […]
ARTÍCULO 15A. ESCLARECIMIENTO DEL FENÓMENO DE DESPOJO DE TIERRAS Y COOPERACIÓN ENTRE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS. Cuando la víctima haya denunciado el despojo o abandono forzado de sus bienes por parte de los miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, el fiscal delegado en coordinación con las autoridades de policía judicial y de conformidad con los criterios de priorización, dispondrá la realización de las labores investigativas necesarias con el objetivo de esclarecer el patrón de macrocriminalidad de despojo y abandono forzado de tierras […] Cuando de los elementos materiales probatorios o de la información legalmente obtenida, la Fiscalía General de la Nación encuentre información relevante para el proceso de restitución de tierras, la pondrá a disposición de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, con el fin de contribuir a los procedimientos que esta adelanta para la restitución de los predios despojados o abandonados de conformidad con los procedimientos establecidos en la Ley 1448 de 2011. 

ARTÍCULO 16. COMPETENCIA. Recibido por la Fiscalía General de la Nación, el nombre o los nombres de los miembros de grupos armados organizados al margen de la ley dispuestos a contribuir de manera efectiva a lo dispuesto en la presente ley, el fiscal delegado que corresponda, de acuerdo con los criterios de priorización que establezca el Fiscal General de la Nación de conformidad con el artículo 16A de la presente ley, asumirá de manera inmediata la competencia para: 

1. Conocer de las investigaciones de los hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia al grupo armado organizado al margen de la ley. 

2. Conocer de las investigaciones que cursen en contra de sus miembros. 

3. Conocer de las investigaciones que deban iniciarse y de las que se tenga conocimiento en el momento o con posterioridad a la desmovilización […]

ARTÍCULO 16A. CRITERIOS DE PRIORIZACIÓN DE CASOS. Con el fin de garantizar los derechos de las víctimas, el Fiscal General de la Nación determinará los criterios de priorización para el ejercicio de la acción penal que tendrán carácter vinculante y serán de público conocimiento. 

Los criterios de priorización estarán dirigidos a esclarecer el patrón de macrocriminalidad en el accionar de los grupos armados organizados al margen de la ley y a develar los contextos, las causas y los motivos del mismo, concentrando los esfuerzos de investigación en los máximos responsables. Para estos efectos, la Fiscalía General de la Nación adoptará mediante resolución el “Plan Integral de Investigación Priorizada”.

ARTÍCULO 17. VERSIÓN LIBRE Y CONFESIÓN. […] La versión rendida por el desmovilizado y las demás actuaciones adelantadas en el proceso de desmovilización, se pondrán en forma inmediata a disposición de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz con el fin de que el fiscal delegado y la Policía Judicial asignados al caso, de conformidad con los criterios de priorización establecidos por el Fiscal General de la Nación, elaboren y desarrollen el programa metodológico para iniciar la investigación, comprobar la veracidad de la información suministrada y esclarecer los patrones y contextos de criminalidad y victimización. 

PARÁGRAFO. La Fiscalía General de la Nación podrá reglamentar y adoptar metodologías tendientes a la recepción de versiones libres colectivas o conjuntas, con el fin de que los desmovilizados que hayan pertenecido al mismo grupo puedan aportar un contexto claro y completo que contribuya a la reconstrucción de la verdad y al desmantelamiento del aparato de poder del grupo armado organizado al margen de la ley y sus redes de apoyo. La realización de estas audiencias permitirá hacer imputación, formulación y aceptación de cargos de manera colectiva cuando se den plenamente los requisitos de ley. 

ARTÍCULO 18. FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN. […] 

PARÁGRAFO. Cuando los hechos por los que se impute al postulado hagan parte de un patrón de macrocriminalidad que ya haya sido esclarecido por alguna sentencia de justicia y paz de conformidad con los criterios de priorización, y siempre que ya se hayan identificado las afectaciones causadas a las víctimas por tal patrón de macrocriminalidad en la respectiva sentencia, el postulado podrá aceptar su responsabilidad por las conductas imputadas y solicitar la terminación anticipada del proceso. En tales casos el magistrado de control de garantías remitirá el expediente a la Sala de conocimiento, para que esta proceda a proferir sentencia de conformidad con el artículo 24 de la presente ley, en un término que no podrá exceder los quince (15) días contados a partir de la audiencia de formulación de la imputación. La terminación anticipada del proceso no supondrá, en ningún caso, el acceso a beneficios penales adicionales a la pena alternativa.
ARTÍCULO 23. INCIDENTE DE IDENTIFICACIÓN DE LAS AFECTACIONES CAUSADAS A LAS VÍCTIMAS. En la misma audiencia en la que la Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente declare la legalidad de la aceptación total o parcial de los cargos formulados, se dará inicio de oficio al incidente para la identificación de las afectaciones causadas a las víctimas con la conducta criminal, dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de la actuación. Este incidente no podrá extenderse por más de veinte (20) días hábiles. 

La audiencia del incidente se iniciará con la intervención de la víctima o de su representante legal o abogado de oficio, para que exponga las afectaciones causadas con la conducta criminal. Bastará con la prueba sumaria para fundamentar las afectaciones alegadas y se trasladará la carga de la prueba al postulado, si este estuviere en desacuerdo. 

La Sala examinará la versión de la víctima y la rechazará si quien la promueve no es víctima, decisión que podrá ser objeto de impugnación en los términos de esta ley. 

Admitida la versión de la víctima, la Sala la pondrá en conocimiento del postulado imputado que ha aceptado los cargos. Si el postulado estuviere de acuerdo, el contenido de la versión de la víctima se incorporará a la decisión que falla el incidente, junto con la identificación de las afectaciones causadas a la víctima, las cuales en ningún caso serán tasadas. En caso contrario, dispondrá la práctica de la prueba ofrecida por el postulado imputado, si la hubiere, oirá el fundamento de las respectivas versiones y en el mismo acto fallará el incidente. 

La Sala incorporará en el fallo lo dicho por las víctimas en la audiencia con el fin de contribuir al esclarecimiento del patrón de macrocriminalidad en el accionar de los grupos armados organizados al margen de la ley, así como de los contextos, las causas y los motivos del mismo, y remitirá el expediente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para la inclusión de las víctimas en los registros correspondientes para acceder de manera preferente a los programas de reparación integral y de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011 a los que haya lugar. 

PARÁGRAFO 1o. La Defensoría del Pueblo, previo a la audiencia del incidente de identificación de las afectaciones causadas, deberá explicar a las víctimas que participan en el proceso de forma clara y sencilla, las distintas rutas de acceso a los programas de reparación integral a los que se refiere la Ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO 2o. No podrá negarse la concesión de la pena alternativa en el evento de que la víctima no ejerza su derecho a participar en el incidente de que trata el presente artículo. 

PARÁGRAFO 3o. A la audiencia de incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas se citará a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas a efectos de suministrar la información que sea requerida por la sala del tribunal superior de distrito judicial y de informar a la víctima sobre los procedimientos de reparación integral de la Ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO 4o. Si participare en el incidente del que trata el presente artículo una pluralidad de personas que afirmen ostentar la condición de sujeto de reparación colectiva, la Sala ordenará la remisión a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que esta valore de manera preferente si se trata o no de un sujeto de reparación colectiva en los términos de la Ley 1448 de 2011. Si la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, al valorar la información suministrada considera que efectivamente se trata de un sujeto de reparación colectiva, deberá iniciar el trámite de la reparación colectiva administrativa. 

PARÁGRAFO 5o. La Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente y la Fiscalía General de la Nación tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que en el incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas participen las víctimas correspondientes al patrón de macrocriminalidad que se esté esclareciendo dentro del proceso, de conformidad con los criterios de priorización.
1.1.1. Con relación a los artículos citados en la demanda se aduce, en términos generales, que:

 “Al establecer[se] que se priorizarán algunos casos para su investigación, aquellos casos no priorizados se quedarán sin una investigación seria, imparcial y en un tiempo razonable, negando así el derecho de las personas víctimas a conocer lo que sucedió, al acceso a la justicia mediante la investigación de las conductas victimizantes, vulnerando igualmente el derecho a la igualdad, puesto que las víctimas de los casos que no sean priorizados no tendrán garantizados sus derechos de igual forma a las garantías que tendrán las personas víctimas de cuyos casos se encuentran priorizados”.

1.1.2. Para sustentar lo anterior, los accionantes señalan que “[e]l Estado colombiano tiene la obligación de investigar las violaciones a los derechos humanos en virtud de los tratados de derechos humanos que ha suscrito, de acuerdo con los principios del derecho internacional de los derechos humanos, de los principios del derecho internacional humanitario, y según el principio pacta sunt servanda, contenido en [los artículos 26 y 27 de] la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados del 23 de mayo de 1969”. Y hacen mención, además, a diferentes (i) sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, (ii) informes y pronunciamientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y (iii) sentencias de la Corte Constitucional. 

1.1.3. Además, solicitan que se declare la inexequibilidad de algunos apartes también demandados de los artículos 5A, 15 y 17 de la Ley 975 de 2005, modificada por la Ley 1592 de 2012, por cuanto consideran que con los mismos “el Estado está renunciando a su deber de garantizar la protección de todos los ciudadanos y en especial de las personas víctimas del conflicto armado”. Para sustentar lo anterior, invocan algunas normas constitucionales así como, nuevamente, la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
1.2. Violación a los derechos de las víctimas del conflicto armado a la verdad, a la justicia, a la reparación integral y a la garantía de no repetición
En segundo lugar, los accionantes acusan algunos apartes de los artículos 6°, 11A, 11C, 11D, 15A, 17, 17B, 17C, 18, 22, 23, 23A, 25, 26, 46, 46A, 46B y 54, así como los artículos 18A, 18B y 44 de la Ley 975 de 2005 en su integridad y, “por unidad normativa”, los artículos 38, 39, 40 y 41 de la Ley 1592 de 2012. El texto de estos artículos es el siguiente (se subraya lo demandado):

LEY 975 DE 2005
(julio 25)

Diario Oficial No. 45.980 de 25 de julio de 2005

Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios.

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA:

[…]

ARTÍCULO 6o.  DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. Las víctimas tienen derecho a la verdad, la justicia y la reparación integral. La definición de estos derechos se encuentra desarrollada en la Ley 1448 de 2011. Para estos efectos las víctimas tendrán derecho a participar de manera directa o por intermedio de su representante en todas las etapas del proceso a las que se refiere la presente ley, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011. La magistratura velará porque así sea. 

ARTÍCULO 11A. CAUSALES DE TERMINACIÓN DEL PROCESO DE JUSTICIA Y PAZ Y EXCLUSIÓN DE LA LISTA DE POSTULADOS. Los desmovilizados de grupos armados organizados al margen de la ley que hayan sido postulados por el Gobierno nacional para acceder a los beneficios previstos en la presente ley serán excluidos de la lista de postulados previa decisión motivada, proferida en audiencia pública por la correspondiente Sala de Conocimiento de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Distrito Judicial, en cualquiera de los siguientes casos, sin perjuicio de las demás que determine la autoridad judicial competente: 

[…]

3. Cuando se verifique que el postulado no haya entregado, ofrecido o denunciado bienes adquiridos por él o por el grupo armado organizado al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al mismo, de forma directa o por interpuesta persona. 

[…]

La solicitud de audiencia de terminación procede en cualquier etapa del proceso y debe ser presentada por el fiscal del caso. En una misma audiencia podrá decidirse sobre la terminación del proceso de varios postulados, según lo considere pertinente el fiscal del caso y así lo manifieste en su solicitud. 

[…]
PARÁGRAFO 2o. En caso de muerte del postulado, el Fiscal Delegado solicitará ante la Sala de Conocimiento de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Distrito Judicial, la preclusión de la investigación como consecuencia de la extinción de la acción penal […] 

ARTÍCULO 11C. VOCACIÓN REPARADORA DE LOS BIENES ENTREGADOS, OFRECIDOS O DENUNCIADOS. […] El magistrado con funciones de control de garantías de las Salas de Justicia y Paz al decidir la adopción de medidas cautelares, deberá determinar si el bien tiene o no vocación reparadora, con fundamento en la información suministrada por el fiscal delegado del caso y por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –Fondo para la Reparación de las Víctimas–. 

[…]

PARÁGRAFO. Cuando el bien ofrecido o denunciado por el postulado no pueda ser efectivamente entregado por inexistencia de vocación reparadora, y se demuestre que el postulado no dispone de ningún otro bien con vocación reparadora, no se afectará la evaluación del requisito de elegibilidad ni la condición para acceder a la sustitución de la medida de aseguramiento de que trata el artículo 18A de la presente ley. 

ARTÍCULO 11D. DEBER DE LOS POSTULADOS DE CONTRIBUIR A LA REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS. Para efectos del cumplimiento de los requisitos contemplados en los literales 10.2 y 11.5 de los artículos 10 y 11 respectivamente de la presente ley, los desmovilizados deberán entregar, ofrecer o denunciar todos los bienes adquiridos por ellos o por el grupo armado organizado al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al mismo, de forma directa o por interpuesta persona. Estos bienes serán puestos a disposición de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución Tierras Despojadas para que sean destinados a los programas de reparación integral y de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011, según corresponda. Las víctimas que sean acreditadas en los procedimientos penales especiales de justicia y paz, tendrán acceso preferente a estos programas. 

[…]

PARÁGRAFO. En ningún caso se afectarán los bienes de los postulados adquiridos como resultado del proceso de reintegración, los frutos de los mismos, ni aquellos adquiridos de forma lícita con posterioridad a la desmovilización. 
ARTÍCULO 15A. ESCLARECIMIENTO DEL FENÓMENO DE DESPOJO DE TIERRAS Y COOPERACIÓN ENTRE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS. Cuando la víctima haya denunciado el despojo o abandono forzado de sus bienes por parte de los miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, el fiscal delegado en coordinación con las autoridades de policía judicial y de conformidad con los criterios de priorización, dispondrá la realización de las labores investigativas necesarias con el objetivo de esclarecer el patrón de macrocriminalidad de despojo y abandono forzado de tierras. Lo mismo procederá oficiosamente ante presuntos despojos o abandonos forzados de bienes identificados por la Fiscalía General de la Nación. 

Cuando de los elementos materiales probatorios o de la información legalmente obtenida, la Fiscalía General de la Nación encuentre información relevante para el proceso de restitución de tierras, la pondrá a disposición de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, con el fin de contribuir a los procedimientos que esta adelanta para la restitución de los predios despojados o abandonados de conformidad con los procedimientos establecidos en la Ley 1448 de 2011. 
ARTÍCULO 17. VERSIÓN LIBRE Y CONFESIÓN. […] La versión rendida por el desmovilizado y las demás actuaciones adelantadas en el proceso de desmovilización, se pondrán en forma inmediata a disposición de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz con el fin de que el fiscal delegado y la Policía Judicial asignados al caso, de conformidad con los criterios de priorización establecidos por el Fiscal General de la Nación, elaboren y desarrollen el programa metodológico para iniciar la investigación, comprobar la veracidad de la información suministrada y esclarecer los patrones y contextos de criminalidad y victimización. 

PARÁGRAFO. La Fiscalía General de la Nación podrá reglamentar y adoptar metodologías tendientes a la recepción de versiones libres colectivas o conjuntas, con el fin de que los desmovilizados que hayan pertenecido al mismo grupo puedan aportar un contexto claro y completo que contribuya a la reconstrucción de la verdad y al desmantelamiento del aparato de poder del grupo armado organizado al margen de la ley y sus redes de apoyo. La realización de estas audiencias permitirá hacer imputación, formulación y aceptación de cargos de manera colectiva cuando se den plenamente los requisitos de ley. 
ARTÍCULO 17B. IMPOSICIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES SOBRE BIENES PARA EFECTOS DE EXTINCIÓN DE DOMINIO […] 
PARÁGRAFO 2o. Cuando la medida cautelar se decrete sobre bienes respecto de los cuales con posterioridad se eleve solicitud de restitución, tales bienes y la solicitud de restitución serán transferidos al Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, para efectos de su trámite a través de los procedimientos establecidos en la Ley 1448 de 2011 y su normatividad complementaria, sin que se requiera el levantamiento de la medida cautelar por parte de la magistratura. 

PARÁGRAFO 3o. Si los bienes entregados, ofrecidos o denunciados por los postulados o identificados por la Fiscalía General de la Nación en los términos del presente artículo, tuvieren solicitud de restitución ante la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas o ante la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –Fondo para la Reparación de las Víctimas–, el fiscal delegado solicitará la medida cautelar sobre los mismos y una vez decretada ordenará el traslado de la solicitud de restitución y los bienes de manera inmediata al Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, para efectos de su trámite a través de los procedimientos establecidos en la Ley 1448 de 2011 y su normatividad complementaria […]
ARTÍCULO 17C. INCIDENTE DE OPOSICIÓN DE TERCEROS A LA MEDIDA CAUTELAR. En los casos en que haya terceros que se consideren de buena fe exenta de culpa con derechos sobre los bienes cautelados para efectos de extinción de dominio en virtud del artículo 17B, el magistrado con función de control de garantías, a instancia del interesado, dispondrá el trámite de un incidente que se desarrollará así: 

Presentada la solicitud por parte del interesado, en cualquier tiempo hasta antes de iniciarse la audiencia concentrada de formulación y aceptación de cargos, el Magistrado con función de control de garantías convocará a una audiencia dentro de los cinco (5 días siguientes en la cual el solicitante aportará las pruebas que pretenda hacer valer y cuyo traslado se dará a la Fiscalía y a los demás intervinientes por un término de 5 días hábiles para que ejerzan el derecho de contradicción. Vencido este término e magistrado decidirá el incidente y dispondrá las medidas a que haya lugar. 

Si la decisión del incidente fuere favorable al interesado, el magistrado ordenará el levantamiento de la medida cautelar. En caso contrario, el trámite de extinción de dominio continuará su curso y la decisión será parte de la sentencia que ponga fin al proceso de Justicia y Paz. 

Este incidente no suspende el curso del proceso.
ARTÍCULO 18. FORMULACIÓN DE IMPUTACIÓN. […] 

PARÁGRAFO. Cuando los hechos por los que se impute al postulado hagan parte de un patrón de macrocriminalidad que ya haya sido esclarecido por alguna sentencia de justicia y paz de conformidad con los criterios de priorización, y siempre que ya se hayan identificado las afectaciones causadas a las víctimas por tal patrón de macrocriminalidad en la respectiva sentencia, el postulado podrá aceptar su responsabilidad por las conductas imputadas y solicitar la terminación anticipada del proceso. En tales casos el magistrado de control de garantías remitirá el expediente a la Sala de conocimiento, para que esta proceda a proferir sentencia de conformidad con el artículo 24 de la presente ley, en un término que no podrá exceder los quince (15) días contados a partir de la audiencia de formulación de la imputación. La terminación anticipada del proceso no supondrá, en ningún caso, el acceso a beneficios penales adicionales a la pena alternativa.
ARTÍCULO 18A. SUSTITUCIÓN DE LA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO Y DEBER DE LOS POSTULADOS DE CONTINUAR EN EL PROCESO. <Artículo adicionado por el artículo 19 de la Ley 1592 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> El postulado que se haya desmovilizado estando en libertad podrá solicitar ante el magistrado con funciones de control de garantías una audiencia de sustitución de la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario por una medida de aseguramiento no privativa de la libertad, sujeta al cumplimiento de lo establecido en el presente artículo y a las demás condiciones que establezca la autoridad judicial competente para garantizar su comparecencia al proceso del que trata la presente ley. El magistrado con funciones de control de garantías podrá conceder la sustitución de la medida de aseguramiento en un término no mayor a veinte (20) días contados a partir de la respectiva solicitud, cuando el postulado haya cumplido con los siguientes requisitos: 

1. Haber permanecido como mínimo ocho (8) años en un establecimiento de reclusión con posterioridad a su desmovilización, por delitos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia al grupo armado organizado al margen de la ley. Este término será contado a partir de la reclusión en un establecimiento sujeto integralmente a las normas jurídicas sobre control penitenciario; 

2. Haber participado en las actividades de resocialización disponibles, si estas fueren ofrecidas por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) y haber obtenido certificado de buena conducta; 

3. Haber participado y contribuido al esclarecimiento de la verdad en las diligencias judiciales del proceso de Justicia y Paz; 

4. Haber entregado los bienes para contribuir a la reparación integral de las víctimas, si a ello hubiere lugar de conformidad con lo dispuesto en la presente ley; 

5. No haber cometido delitos dolosos, con posterioridad a la desmovilización. 

Para verificar los anteriores requisitos el magistrado tendrá en cuenta la información aportada por el postulado y provista por las autoridades competentes. 

Una vez concedida, la sustitución de la medida de aseguramiento podrá ser revocada por el magistrado con funciones de control de garantías a solicitud de la Fiscalía General de la Nación o de las víctimas o de sus representantes, cuando se presente alguna de las siguientes circunstancias: 

1. Que el postulado deje de participar en las diligencias judiciales de su proceso de justicia y paz, o se compruebe que no ha contribuido al esclarecimiento de la verdad; 

2. Que el postulado incumpla las condiciones fijadas por la autoridad judicial competente; 

3. Que el postulado no participe del proceso de reintegración diseñado por el Gobierno nacional para los postulados a la Ley de Justicia y Paz en desarrollo del artículo 66 de la presente ley. 

PARÁGRAFO. En los casos en los que el postulado haya estado privado de la libertad al momento de la desmovilización del grupo al que perteneció, el término previsto como requisito en el numeral 1 del inciso primero del presente artículo será contado a partir de su postulación a los beneficios que establece la presente ley.
ARTÍCULO 18B. SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA IMPUESTA EN JUSTICIA ORDINARIA. En la misma audiencia en la que se haya sustituido la medida de aseguramiento en los términos del artículo 18A, el postulado que además estuviere previamente condenado en la justicia penal ordinaria, podrá solicitar al magistrado de control de garantías de Justicia y Paz la suspensión condicional de la ejecución de la pena respectiva, siempre que las conductas que dieron lugar a la condena hubieren sido cometidas durante y con ocasión de su pertenencia al grupo armado organizado al margen de la ley. 

Si el Magistrado de Control de Garantías de Justicia y Paz puede inferir razonablemente que las conductas que dieron lugar a la condena en la justicia penal ordinaria fueron cometidas durante y con ocasión de la pertenencia del postulado al grupo armado organizado al margen de la ley, remitirá en un término no superior a quince (15) días contados a partir de la solicitud, copias de todo lo actuado al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad que tenga a su cargo la vigilancia de la condena respectiva, quien suspenderá condicionalmente la ejecución de la pena ordinaria. 

La suspensión de la ejecución de la pena será revocada a solicitud del magistrado de control garantías de Justicia y Paz, cuando el postulado incurra en cualquiera de las causales de revocatoria establecidas en el artículo 18A. 

En el evento de que no se acumulen en la sentencia de Justicia y Paz las penas impuestas en procesos de justicia ordinaria, o que habiéndose acumulado, la sala de conocimiento de Justicia y Paz no haya otorgado la pena alternativa, se revocará la suspensión condicional de la ejecución de la pena que en virtud del presente artículo se haya decretado. Para estos efectos, se suspenderá el término de prescripción de la pena en la justicia ordinaria, hasta cuando cobre ejecutoria la sentencia de Justicia y Paz. 
ARTÍCULO 22. SUSPENSIÓN DE INVESTIGACIONES. […]
PARÁGRAFO. La suspensión del proceso en la jurisdicción ordinaria será provisional hasta la terminación de la audiencia concentrada de formulación y aceptación de cargos realizada ante la Sala de Conocimiento de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial correspondiente, y será definitiva, para efectos de acumulación, si el postulado acepta los cargos. Para estos efectos, también se suspenderá el término de prescripción del ejercicio de la acción penal en la jurisdicción ordinaria, hasta la terminación de la audiencia concentrada de formulación y aceptación de cargos. 
ARTÍCULO 23. INCIDENTE DE IDENTIFICACIÓN DE LAS AFECTACIONES CAUSADAS A LAS VÍCTIMAS. En la misma audiencia en la que la Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente declare la legalidad de la aceptación total o parcial de los cargos formulados, se dará inicio de oficio al incidente para la identificación de las afectaciones causadas a las víctimas con la conducta criminal, dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de la actuación. Este incidente no podrá extenderse por más de veinte (20) días hábiles. 

La audiencia del incidente se iniciará con la intervención de la víctima o de su representante legal o abogado de oficio, para que exponga las afectaciones causadas con la conducta criminal. Bastará con la prueba sumaria para fundamentar las afectaciones alegadas y se trasladará la carga de la prueba al postulado, si este estuviere en desacuerdo. 

La Sala examinará la versión de la víctima y la rechazará si quien la promueve no es víctima, decisión que podrá ser objeto de impugnación en los términos de esta ley. 

Admitida la versión de la víctima, la Sala la pondrá en conocimiento del postulado imputado que ha aceptado los cargos. Si el postulado estuviere de acuerdo, el contenido de la versión de la víctima se incorporará a la decisión que falla el incidente, junto con la identificación de las afectaciones causadas a la víctima, las cuales en ningún caso serán tasadas. En caso contrario, dispondrá la práctica de la prueba ofrecida por el postulado imputado, si la hubiere, oirá el fundamento de las respectivas versiones y en el mismo acto fallará el incidente. 

La Sala incorporará en el fallo lo dicho por las víctimas en la audiencia con el fin de contribuir al esclarecimiento del patrón de macrocriminalidad en el accionar de los grupos armados organizados al margen de la ley, así como de los contextos, las causas y los motivos del mismo, y remitirá el expediente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para la inclusión de las víctimas en los registros correspondientes para acceder de manera preferente a los programas de reparación integral y de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011 a los que haya lugar. 

PARÁGRAFO 1o. La Defensoría del Pueblo, previo a la audiencia del incidente de identificación de las afectaciones causadas, deberá explicar a las víctimas que participan en el proceso de forma clara y sencilla, las distintas rutas de acceso a los programas de reparación integral a los que se refiere la Ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO 2o. No podrá negarse la concesión de la pena alternativa en el evento de que la víctima no ejerza su derecho a participar en el incidente de que trata el presente artículo. 

PARÁGRAFO 3o. A la audiencia de incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas se citará a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas a efectos de suministrar la información que sea requerida por la sala del tribunal superior de distrito judicial y de informar a la víctima sobre los procedimientos de reparación integral de la Ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO 4o. Si participare en el incidente del que trata el presente artículo una pluralidad de personas que afirmen ostentar la condición de sujeto de reparación colectiva, la Sala ordenará la remisión a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que esta valore de manera preferente si se trata o no de un sujeto de reparación colectiva en los términos de la Ley 1448 de 2011. Si la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, al valorar la información suministrada considera que efectivamente se trata de un sujeto de reparación colectiva, deberá iniciar el trámite de la reparación colectiva administrativa. 

PARÁGRAFO 5o. La Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente y la Fiscalía General de la Nación tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que en el incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas participen las víctimas correspondientes al patrón de macrocriminalidad que se esté esclareciendo dentro del proceso, de conformidad con los criterios de priorización.
ARTÍCULO 23A. REPARACIÓN INTEGRAL. Con el fin de asegurar a las víctimas una reparación integral, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, según corresponda, adoptarán las medidas articuladas de rehabilitación, restitución, indemnización, satisfacción y garantías de no repetición, según corresponda por el hecho victimizante, de conformidad con el modelo de reparación contemplado en la Ley 1448 de 2011 y sus normas complementarias. 

En concordancia con el artículo 23 de la presente ley, la Sala remitirá el expediente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas con el fin de que la víctima sea objeto de la aplicación integral de las distintas medidas de justicia transicional adoptadas por el Estado colombiano. 
ARTÍCULO 25. CONDENAS POSTERIORES A LA PENA ALTERNATIVA Y BIENES ENCONTRADOS CON POSTERIORIDAD. […] Adicionalmente, si con posterioridad a la sentencia emitida como consecuencia del procedimiento excepcional de que trata la presente ley, y hasta el término de la condena ordinaria allí establecida, la autoridad judicial competente determinare que el beneficiario de la pena alternativa no entregó, no ofreció o no denunció todos los bienes adquiridos por él o por el grupo armado organizado al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al mismo, de forma directa o por interpuesta persona, perderá el beneficio de la pena alternativa […]

ARTÍCULO 26. RECURSOS. La apelación solo procede contra la sentencia y contra los autos que resuelvan asuntos de fondo durante el desarrollo de las audiencias, sin necesidad de interposición previa del recurso de reposición. En estos casos, se procederá de conformidad con lo previsto en los artículos 178 y siguientes de la Ley 906 de 2004 y las normas que los modifiquen, sustituyan y adicionen. 

Para las demás decisiones en el curso del procedimiento especial de la presente ley, solo habrá lugar a interponer el recurso de reposición que se sustentará y resolverá de manera oral e inmediata en la respectiva audiencia. 

La apelación se concederá en el efecto suspensivo cuando se interponga contra la sentencia, contra el auto que resuelva sobre nulidad absoluta, contra el que decreta y rechaza la solicitud de preclusión del procedimiento, contra el que niega la práctica de una prueba en el juicio, contra el que decide sobre la exclusión de una prueba, contra el que decide sobre la terminación del proceso de Justicia y Paz y contra el fallo del incidente de identificación de las afectaciones causadas. En los demás casos se otorgará en el efecto devolutivo. 

[…]
PARÁGRAFO 3o. Contra la decisión de segunda instancia no procede el recurso de casación. 

PARÁGRAFO 4o. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas podrá recurrir las decisiones relacionadas con los bienes que administra el Fondo para la Reparación de las Víctimas. 
ARTÍCULO 44. ACTOS DE CONTRIBUCIÓN A LA REPARACIÓN INTEGRAL. Al momento de emitir sentencia como consecuencia del procedimiento excepcional de que trata la presente ley, la Sala de Conocimiento podrá ordenar al postulado llevar a cabo cualquiera de lo siguientes actos de contribución a la reparación integral: 

1. La declaración pública que restablezca la dignidad de la víctima y de las personas vinculadas con ella. 

2. El reconocimiento público de responsabilidad, la declaración pública de arrepentimiento y el compromiso de no incurrir en conductas punibles. 

3. La participación en los actos simbólicos de resarcimiento y redignificación de las víctimas a los que haya lugar de conformidad con los programas que sean ofrecidos, para tal efecto. 

4. La colaboración eficaz para la localización de personas secuestradas o desaparecidas y la localización de los cadáveres de las víctimas, de los que tenga conocimiento.

5. Llevar a cabo acciones de servicio social. 

PARÁGRAFO. La libertad a prueba estará sujeta a la ejecución de los actos de contribución a la reparación integral que hayan sido ordenados en la sentencia. 
ARTÍCULO 46. RESTITUCIÓN. La restitución jurídica y material de las tierras a los despojados y desplazados se llevará a cabo mediante el proceso establecido en la Ley 1448 de 2011 y las normas que la modifiquen, sustituyan o adicionen. 

Con el objeto de integrar las medidas de justicia transicional, no habrá restitución directa en el desarrollo de los procesos judiciales de que trata la presente ley. 
ARTÍCULO 46A. DE LOS POSTULADOS EXTRADITADOS. Para contribuir a la efectividad del derecho a la justicia, el Estado colombiano promoverá la adopción de medidas conducentes a facilitar la participación en los procesos judiciales de los postulados que se encuentren en jurisdicción extranjera por efecto de extradición concedida. Para ello, el Estado debe procurar la adopción de medidas conducentes a la colaboración de estos postulados con la administración de justicia, a través de testimonios dirigidos a esclarecer hechos y conductas cometidas con ocasión y en desarrollo del conflicto armado interno. 

En particular, se deben adoptar medidas para que los postulados extraditados revelen los motivos y las circunstancias en que se cometieron las conductas investigadas y, en caso de fallecimiento o desaparición, la suerte que corrió la víctima […]

ARTÍCULO 46B. SANEAMIENTO JURÍDICO DE BIENES. Con el fin de contribuir a la satisfacción del derecho de las víctimas a la reparación integral, las asambleas departamentales y los concejos municipales o distritales implementarán programas de condonación y compensación de los impuestos que afecten los inmuebles destinados a la reparación o restitución en el marco de la Ley 1448 de 2011 […]

ARTÍCULO 54. FONDO PARA LA REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS. Créase el Fondo para la Reparación de las Víctimas, como una cuenta especial sin personería jurídica, cuyo ordenador del gasto será el Director de la Red de Solidaridad Social. Los recursos del Fondo se ejecutarán conforme a las reglas del derecho privado […]

PARÁGRAFO 5o. Los recursos del Fondo para la Reparación de las Víctimas, tanto los entregados por los postulados en el marco del proceso penal especial de que trata la presente ley como aquellos que provengan de las demás fuentes de conformación del Fondo, serán destinados por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para el pago de los programas de reparación administrativa que se desarrollen de conformidad con la Ley 1448 de 2011. Lo anterior sin perjuicio de o establecido en el parágrafo tercero del artículo 17B y en el artículo 46 de la presente ley. 
LEY 1592 DE 2012
(diciembre 3)

Diario Oficial No. 48.633 de 3 de diciembre de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

DECRETA:

[…]
ARTÍCULO 38. TRÁMITE EXCEPCIONAL DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS EN EL MARCO DE LA LEY 975 DE 2005. Si a la entrada en vigencia de la presente ley, existiere medida cautelar sobre un bien con ocasión de una solicitud u ofrecimiento de restitución en el marco del procedimiento de la Ley 975 de 2005, la autoridad judicial competente continuará el trámite en el marco de dicho procedimiento. En los demás casos, se observará lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011. 

ARTÍCULO 39. RESTITUCIÓN DE BIENES Y CANCELACIÓN DE TÍTULOS Y REGISTROS OBTENIDOS EN FORMA FRAUDULENTA. […]

Durante el trámite del incidente que se surtirá para la restitución de bienes despojados o abandonados forzosamente, se podrán aplicar las presunciones de despojo previstas en el artículo 77 de la Ley 1448 de 2011, aunque los predios no se encuentren inscritos en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente. De igual forma, será aplicable la figura de las compensaciones en especie y reubicación en los casos en que no sea posible restituir a la víctima el predio despojado según lo previsto en el artículo 97 de la Ley 1448 de 2011, con cargo al Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas […]

ARTÍCULO 40. ENTRADA EN VIGENCIA DEL INCIDENTE DE IDENTIFICACIÓN DE LAS AFECTACIONES CAUSADAS. Los incidentes de reparación integral del proceso penal especial de justicia y paz que hubiesen sido abiertos con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, continuarán su desarrollo conforme al procedimiento, alcance y objetivos de lo dispuesto en el incidente de identificación de las afectaciones causadas que contempla el artículo 23 de esta ley, el cual modifica el artículo 23 de la Ley 975 de 2005. 

ARTÍCULO 41. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en particular los artículos 7o, 8o, 42, 43,45, 47, 48, 49, 55 y 69de la Ley 975 de 2005.
1.2.1. En términos generales, para los actores algunas de las normas citadas no deberían “remitir a las personas víctimas de los procesos de la Ley 975 de 2005, a los procedimientos contemplados en la ley 1448 de 2011, la cual es limitada en la garantía de las derechos de las personas víctimas”. Además, consideran que “algunas disposiciones de los artículos demandados son contrari[a]s a la separación de poderes […] al determinar que organismos o agentes de la rama ejecutiva ejerzan funciones que corresponde[n] exclusivamente a la rama judicial”; que otras “disminuyen o hacen más laxos los requisitos de los postulados para obtener los beneficios de la ley, permitiendo que su participación en el proceso no conduzca efectivamente a la garantía del derecho a la verdad y la reparación de las víctimas”; que “[h]ay una falta de garantías para las personas víctimas en el derecho a la participación en los procesos de ‘Justicia y Paz’; y que otras “además […] derogan disposiciones normativas que garantizaban la reparación integral de las personas víctimas”.

1.2.2. De manera más específica, los actores alegan que la Ley 1448 de 2011 es “limitada en el tiempo y en cuanto a los delitos que abarca para garantizar los derechos de las personas víctimas, lo cual deriva en que no todas las víctimas que hacen parte de los proceso[s] de Justicia y Paz […] puedan acceder a sus derechos”, lo que, de igual forma, consideran que “atenta gravemente contra los derechos de las personas víctimas que hacen parte de los procesos establecidos en la ley 975 de 2005, quienes tenían una expectativa legítima de que sus derechos fueran integralmente garantizados mediante este procedimiento, proceso judicial [sic], pero que con la remisión que hace la ley 975 a la ley 1448 de 2011, estas expectativas se ven frustradas al ver que sus derechos no son garantizados ni por el procedimiento de la ley de ‘Justicia y Paz’ ni por la ‘ley de Víctimas’”.

Además, consideran que los artículos citados que hacen remisión a la Ley 1448 de 2011, vulneran el derecho de las víctimas “a que se garantice que sus derechos puedan ser exigidos mediante un recurso judicial efectivo […] y el acceso efectivo a la justicia”; implican “una renuncia del Estado colombiano a administrar justicia”; y vulneran “el principio de separación de poderes”. 
1.2.3. Al mismo tiempo, los actores señalan que el parágrafo del artículo 23 además “limita las funciones de la Defensoría del Pueblo”; que el artículo 15A de la Ley 975 de 2005 omite establecer la cooperación entre los procesos judiciales de ‘Justicia y Paz’ y otros procesos penales que lleven distintas unidades de la Fiscalía General de la Nación diferentes a la Unidad Administrativa Especial de Gestión y Restitución de Tierras Despojadas; y que los artículos 38 y 39 de la Ley 1592 “impone[n] una carga adicional a las personas víctimas que están exigiendo sus derechos a la restitución”.
1.2.4. De igual forma, en la demanda se aduce que el Parágrafo 17 de la ley 975 de 2005, al permitir que se realicen “versiones libres colectivas o conjuntas”, contraría el mandato de la “responsabilidad individual” contenido en el artículo 29 Superior. Y con relación al inciso 3° del artículo 18 y a la parte final del parágrafo del artículo 22, consideran que “la concentración de las audiencias da lugar a la violación del derecho de participación de las víctimas en el proceso de ‘Justicia y Paz’ y a una adecuada y seria investigación de las conductas punibles por parte del Estado colombiano” y que es “inconstitucional la solicitud de terminación anticipada del proceso, por cuanto se harían imputaciones por aquella información que se relaciona con un patrón de macrocriminalidad, y no por confesión voluntaria, libre, veraz y completa de los hechos de los cuales tenga conocimiento el postulado”, lo cual consideran contrario al derecho de las víctimas a la verdad y al sentido último de la justicia transicional, cual es la garantía de todos sus derechos.  
1.2.5. De otra parte, los actores concluyen que “los artículos 18A y 18B de la ley 975 de 2005, modificada por la ley 1592 de 2012, establecen nuevas concesiones y privilegios para los postulados, en detrimento de los derechos a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición de las víctimas, por cuanto [de conformidad con las mismas] el Estado concede beneficios sin que se cumpla con el deber de realizar una investigación a fondo de las violaciones a los derechos humanos, crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad que hubiesen cometido los postulados al proceso”.
1.2.6.  Así mismo, consideran que “[l]a modificación hecha por la ley 1592 de 2012, a los artículos 23 y 44 de la ley 975 de 2005, y los artículos 40 y 41 de la ley 1592[,] derogan las disposiciones que contenían lo relacionado con el incidente de reparación integral a las víctimas, con lo cual estas quedan sin la posibilidad de ejercer este derecho mediante el proceso de ley de ‘Justicia y Paz’, con lo cual se contradice el objeto de la ley 975 de 2005, uno de los cuales es de garantizar el derecho de las víctimas a la reparación”. 

1.2.7. Con relación al artículo 25 de la Ley 975 de 2005, en la demanda se señala que el término que allí se establece para que, con posterioridad a la sentencia de Justicia y Paz, la autoridad judicial competente pueda advertir que el beneficiario de la pena alternativa no entregó, ofreció o denunció todos los bienes por el grupo armado y, como consecuencia de ello, pueda decretar que éste último pierda todos los beneficios, es “contrari[o] a los derechos a la verdad y a la reparación integral de las víctimas”. 

1.2.8. Finalmente, en lo que tiene que ver con las expresiones y apartes demandados del artículo 26 de la Ley 975 de 2005, en la demanda se reprocha que los mismos “vulneran el derecho de la personas víctimas a la participación efectiva en el proceso de ‘Justicia y Paz’, por cuanto […] disminuyen sus posibilidades de acudir a los recursos ordinarios, como el de apelación, durante todo el trascurso del proceso, y limitarlo únicamente a la sentencia y autos que resuelvan asuntos de fondo, lo cual está en detrimento del derecho que tienen las personas víctimas de acceder a recursos judiciales efectivos”. 

Como fundamento de todos los reproches anteriores, los accionantes invocan diferentes normas constitucionales, comenzando con el principio-derecho de la dignidad humana, reconocido en los artículos 1° y 5° Superiores, así como el bloque de constitucionalidad, establecido en los artículos 93 y 94 constitucionales; y, por vía de éste último, acuden (i) al sistema universal de los derechos humanos, para citar observaciones del Comité de Derechos Humanos, el Conjunto de Principios Actualizado para la Protección y la Promoción de los Derechos Humanos mediante la Lucha Contra la Impunidad, la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder y conceptos de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas; (ii) al sistema interamericano de derechos humanos, citando algunas sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; y (iii) a la jurisprudencia nacional, particularmente a diferentes sentencias de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia; entre otras. 
1.3. Violación de los derechos a la paz, de la garantía de no repetición y, en general, de los derechos de las víctimas, “POR LAS NUEVAS POSTULACIONES Y NUEVA APLICACIÓN TEMPORAL DE LA LEY 975 DE 2005”

En tercer y último lugar, los accionantes demandan el artículo 72 de la Ley 975 de 2005 y el artículo 37 de la Ley 1592 de 2012 cuyo texto es el siguiente (se subraya lo demandado):

LEY 975 DE 2005
(julio 25)

Diario Oficial No. 45.980 de 25 de julio de 2005

Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios.

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA:

[…]
ARTÍCULO 72. VIGENCIA, DEROGATORIAS Y ÁMBITO DE APLICACIÓN TEMPORAL. La presente ley deroga todas las disposiciones que le sean contrarias y rige a partir de su promulgación. Para el caso de desmovilizados colectivos en el marco de acuerdos de paz con el Gobierno nacional, la presente ley se aplicará únicamente a hechos ocurridos con anterioridad a la fecha de su desmovilización. 

En relación con los desmovilizados individuales, es decir, aquellos cuyo acto de desmovilización sea certificado por el Comité Operativo para la Dejación de las Armas (CODA), el procedimiento y los beneficios consagrados en esta ley se aplicarán únicamente a hechos ocurridos con anterioridad a su desmovilización y en todo caso con anterioridad al 31 de diciembre de 2012. 

LEY 1592 DE 2012
(diciembre 3)

Diario Oficial No. 48.633 de 3 de diciembre de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

DECRETA:
[…]
ARTÍCULO 37. POSTULACIÓN DE DESMOVILIZADOS AL PROCEDIMIENTO PENAL ESPECIAL. Quienes se hayan desmovilizado de manera individual o colectiva con anterioridad a la vigencia de la presente ley y pretendan acceder a los beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005, deberán solicitar su postulación con anterioridad al 31 de diciembre de 2012. Vencido este plazo el Gobierno nacional tendrá dos (2) años para decidir sobre su postulación. 

Quienes se desmovilicen de manera individual con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley tendrán un (1) año contado a partir de su desmovilización para solicitar su postulación al proceso del que trata la Ley 975 de 2005, y el Gobierno tendrá un (1) año a partir de la solicitud para decidir sobre su postulación. 
1.3.1. Los actores consideran que las normas citadas “son inconstitucionales por cuanto disponen un cambio en la aplicación temporal de la ley y en especial de los beneficios concedidos a las personas que quieran someterse a un proceso de justicia transicional”. Para esto, en la demanda se hacen también algunas consideraciones acerca de la “[j]urisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre la aplicación temporal de la Ley 975 de 2005” y la “[c]ontinuidad de los grupos paramilitares –Bacrim- y derechos de las víctimas del conflicto armado”. 

1.3.2.  Específicamente con relación al artículo 37 de la Ley 1592 de 2012, los accionantes señalan que los apartes demandados son “contrarios a los derechos a la vida (art.11 C.P.), a no ser sometidos a la desaparición forzada y [a] no recibir torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes (art. 12 C.P.),a la paz (art. 22 C.P.), al acceso a la administración de justicia[,] a un orden político, económico y social justo (preámbulo, arts. 29 y 229 C.P.) y a que las autoridades protejan a las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares (art. 2 C.P.)”. 
Lo anterior, en tanto que, en su concepto:

“[C]on la modificación a la ley 975 de 2005 se pierde el objetivo de la paz, puesto que la Ley 1592 permite que los grupos que no se desmovilizaron continúen delinquiendo[,] otorgándoles la oportunidad de que accedan a los beneficios que otorga la ley de ‘Justicia y Paz’[,] aun cuando se había dispuesto que los delitos cometidos con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 975 de 2005 […] no serían objeto de medidas de justicia transicional sino que se juzgarían por la justicia ordinaria […] contrariando esto el derecho de las personas víctimas y de la sociedad en general a que se garantice la no repetición de los actos atroces cometidos […] y por ende […] al derecho a la paz”.      
1.3.2. Por su parte, con relación al artículo 72 de la Ley 975 de 2005, en la demanda se señala que:

 “[A]l disponer que los desmovilizados colectivos o individuales puedan acceder a los beneficios de la ley de justicia y paz por hechos ocurridos antes de su desmovilización, y en el caso de los desmovilizados individuales se otorguen beneficios sobre delitos cometidos con anterioridad al 31 de diciembre de 2012, contradice lo que pretendía el espíritu de la ley 975 de 2005, que era permitir la concesión de beneficios solamente por los delitos cometidos con anterioridad al 25 de julio de 2012, fecha en la que entró en vigencia la ley”. 

Agregan que lo anterior “[e]s más grave el caso de los desmovilizaciones colectivas, puesto que no se establece una fecha límite hasta cual los grupos deben someterse a la justicia para recibir los beneficios de la ley transicional, sino que se juzgarán bajo la ley de ‘Justicia y Paz’ por aquellos crímenes cometidos hasta la fecha de su desmovilización, sin que la ley determine una fecha límite en que deben someterse a la justicia”. Y advierten también que esto es “un despropósito del legislador, al no respetar el límite impuesto por la ley 975 de 2005 y por la jurisprudencia […y] llevaría a la lógica perversa de mantener un grupo armado que puede seguir cometiendo toda clase de crímenes sin límite de tiempo, y asegurarse que se pueden desmovilizar en cualquier momento” y hacerse beneficiarios de la ley de justicia transicional.

Para demostrar estos cargos, en la demanda nuevamente se citan sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la Corte Constitucional y de la Corte Suprema de Justicia. 

1.4. Solicitudes subsidiarias y adicionales
Finalmente, los accionantes solicitan que cada uno de los artículos parcial o integralmente demandados sea declarado inexequible pero, al mismo tiempo, presentan una serie de pretensiones subsidiarias o adicionales con respecto a cada uno de sus cargos formulados, así:

1.4.1. Con relación al primer cargo, se solicita que, en caso de que no se declaren inexequibles las expresiones demandas de los artículos 2°, 5A, 15, 15A, 16, 16A, 17, 18 y 23 de la Ley 975 de 2005, la Corte Constitucional:

(i) Declare la constitucionalidad condicionada de la mismas “en el sentido [de] que los criterios de priorización y esclarecimiento del patrón de macrocriminalidad, no significa en ningún caso la renuncia del Estado a investigar los casos no priorizados, y [que,] en todo caso[,] se garantizará a las personas víctimas de los casos no priorizados, en un plazo razonable, los derechos a la verdad, la reparación integral y las garantías de no repetición”;
(ii) Declare la inexequibilidad del aparte “cuando el riesgo se genere con ocasión de su participación en el proceso judicial especial de que trata la presente ley”, contenido en el artículo 5A de la Ley 975 de 2005, y la inexequibilidad del aparte “[e]n los eventos en los que haya lugar” del artículo 15 de la misma Ley; y 
(iii) Declare la exequibilidad condicionada de la expresión “se pondrán en forma inmediata a disposición de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz” del artículo 17 de la Ley 975 de 2005, señalando que “las versiones libres de los postulados y las demás actuaciones adelantadas en el proceso de desmovilización, también se remitirán a los procesos penales ordinarios[,] para que esta información haga parte de los mismos […]”.
1.4.2. Con relación al segundo cargo, en la demanda se presentan las siguientes veinte (20) pretensiones subsidiarias o complementarias a la Corte Constitucional: 

(i) Que declare la exequibilidad condicionada de los apartes demandados de los artículos 6°, 11D, 15A, 17B, 23, 23A, 26m 46B y 54 de la Ley 975 de 2005, y los artículos 38 y 39 de la Ley 1592 de 2012, señalando que la remisión que allí se hace a la Ley 1448 de 2011 “se entenderá voluntaria y excepcional, y [que] en todo caso las víctimas puedan acudir a otros medios o se utilizarán como parámetros de interpretación otras disposiciones normativas más favorables (principio pr homine) para hacer más efectivos sus derechos”;
(ii) Que declare la exequibilidad condicionada del aparte del artículo 15A de la Ley 975 de 2005 relativo a la Unidad de Justicia y Paz, señalando también que ésta “debe cooperar y facilitar información a otras unidades de la Fiscalía General de la Nación o con procesos en la justicia ordinaria que estén llevando a cabo investigaciones o la judicialización de asuntos que tienen relación con el despojo de tierras”;
(iii) Que declare la exequibilidad condicionada del Parágrafo 1° del artículo 23 de  la Ley 975 de 2005, señalando que “la Defensoría del Pueblo [en todo caso] tiene la obligación constitucional de asesorar a las personas víctimas del conflicto armado sobre todos los mecanismos o rutas legales, nacionales e internacionales, para acceder a sus derechos”;
(iv) Que declare la exequibilidad condicionada del numeral 3° del artículo 11A “en el sentido que será causal de terminación del proceso o de exclusión de la lista de postulados, el hecho que los bienes que se entregan, se ofrecen o se denuncian, no tengan vocación reparadora”. Y, en consonancia con la solicitud anterior, que declare también la inexequibilidad condicionada del artículo 11C;
(v) Que declare la exequibilidad condicionada del aparte del inciso 2° del artículo 11ª que dice “y debe ser presentada por el fiscal del caso, y según lo considere pertinente el fiscal del caso y así lo manifieste en su solicitud”, señalando que “las personas víctimas tienen también el derecho a solicitar la audiencia de terminación del proceso de ‘Justicia y Paz’ para uno o varios postulados, potestad que no debe quedar solamente en cabeza del fiscal del caso, de modo que así se garantice el derecho fundamental de participación de las víctimas del proceso”; 
(vi) Que declare le exequibilidad condicionada del aparte del inciso 3° del artículo 11C que dice “por el fiscal delegado del caso y por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –Fondo para la Reparación de las Víctimas-”, señalando que “las personas víctimas tienen derecho a decidir qué bienes tienen o no vocación reparadora para ellas, así como a exponer sus argumentos y demostrar ante el juez de control de garantías sus consideraciones al respecto”; 
(vii) Que declare la exequibilidad condicionada del aparte del inciso 3° del artículo 17C que dice “[s]i la decisión del incidente fuere favorable al interesado, el magistrado ordenará el levantamiento de la medida cautelar”, señalando que “las víctimas tienen derecho a interponer recursos frente a la decisión de levantamiento de la medida cautelar dispuesta por el magistrado”; 
(viii) Que declare la exequibilidad condicionada del aparte del parágrafo 3° del artículo 11A que dice “con posterioridad a la entrega de los bienes”, señalando que “cuando el postulado fallezca y no hubiese hecho entrega de los bienes, se deben seguir las investigaciones y, si es del caso, la extinción del dominio, de los bienes que este haya ofrecido, que otros postulados hayan denunciado que el fallecido tenía o aquellos que por investigaciones posteriores al fallecimiento se encuentren, para que se garantice el derecho de las personas víctimas a la reparación integral”; 
(ix) Que declare la exequibilidad condicionada del Parágrafo del artículo 11D, señalando que “deben continuar las investigaciones de los bienes ‘lícitos’ que los postulados adquieran después de la desmovilización”; 
(x) Que declare la inexequibilidad de las expresiones demandadas del inciso 3° del artículo 18 y del Parágrafo 22 del artículo 22 de la Ley 975 de 2005; 
(xi) Que declare la inexequibilidad de los artículos 18ª y 18B de la Ley 975 de 2005; 
(xii) Que declare la exequibilidad condicionada del aparte del artículo 23 de la Ley 975 que dice “identificación de las afectaciones causadas, las afectaciones causadas y las afectaciones”, señalando que “el incidente allí referido, permanece como incidente de reparación integral y que este debe contener la identificación personal, cierta y específica de los daños producidos a las víctimas”; 
(xiii) Que declare la inexequibilidad del aparte del inciso 4° del artículo 23 de la Ley 975 de 2005 que dice “las cuales en ningún caso serán tasadas”; 
(xiv) Que declare la exequibilidad condicionada del parágrafo 2° del artículo 23 de la Ley 975 de 2005, señalando que “se negará la concesión de la pena alternativa al postulado, hasta que cesen las situaciones que dieron lugar a que la víctima, por fuerza mayor o caso fortuito –incluidas amenazas contra su vida, integridad personal o la de su familia”; 
(xv) Que declare la exequibilidad condicionada del artículo 44 de la Ley 975 de 2005, señalando que “la reparación integral comprende también los deberes de restitución, indemnización, rehabilitación y satisfacción, y que la comprensión de la pena alternativa y el derecho a gozar del beneficio de la libertad de la prueba, comprende la obligación de proveer para el fondo de Reparación a las Víctimas [sic], y la entrega efectiva al Estado de bienes para la reparación de las víctimas”; 
(xvi) Que declare la inexequibilidad de los apartes del artículo 40 de la Ley 1592 de 2012 que dicen “Entrada en vigencia del incidente de identificación de las afectaciones causadas” y “conforme al procedimiento, alcance y objetivos de lo dispuesto en el incidente de identificación de las afectaciones causadas que contempla el artículo 23 de esta ley, el cual modifica el artículo 23 de la Ley 975 de 2005”; 
(xvii) Que declare la inexequibilidad, de conformidad con lo anterior, de la derogatoria del artículo 41 de la Ley 1592 de 2012 establecida en los artículos 7, 8, 42, 43, 47 y 48 de la Ley 975 de 2005; 
(xviii) Que declare la inexequibilidad del aparte del artículo 25 de la Ley 975 de 2005 que dice “y hasta el término de la condena ordinaria allí establecida”; 
(xix) Que declare la inexequibilidad de las expresiones “solo” y “de fondo” contenidas en el inciso 1° del artículo 26 de la Ley 975 de 2005, así como las expresiones “demás” y “sólo” del inciso 2° y todo el parágrafo 3° del mismo artículo; 
(xx) Que declare la exequibilidad condicionada de los apartes que dicen “De los postulados extraditados”, “los postulados extraditados” y “por efectos de extradición concedida”, contenidos en los incisos 1°, 2°, y 4° del artículo 46A de la Ley 975 de 2005, señalando que, en todo caso, “la extradición debe concederse únicamente cuando se haya cumplido con los requisitos de la ley de ‘Justicia y Paz’[,] en el sentido que los postulados han de contribuir efectivamente a contar la verdad completa de los hechos que dieron lugar a las violaciones a los derechos humanos o a las infracciones al derecho internacional humanitario, si los postulados han contribuido eficazmente a la reparación integral de las personas víctimas y después que los postulados hayan cumplido la pena alternativa, y que no reincidan en la conducta dolosa”. Y, de igual forma, que también se agreguen como condicionamientos: 
Que “[e]n el caso de los postulados que ya hayan sido extraditados […] el Gobierno colombiano debe traer a los postulados a Colombia para que continúen con el proceso de ‘Justicia y Paz’ y se garanticen los derechos de las personas víctimas a la verdad, la justicia, la reparación integral y las garantías de no repetición”; que “[s]i los postulados extraditados continuaron delinquiendo después de la desmovilización y antes o durante el proceso de extradición, el Gobierno colombiano debe asegurar a las personas víctimas, a la sociedad colombiana y a la ‘comunidad internacional’ que estas personas regresarán a Colombia para ser juzgad[a]s y condenad[a]s mediante el juicio y las penas establecidas en la justicia ordinaria, o que, según sea el caso, sean llevados ante la Corte Penal Internacional en caso [de] que la justicia colombiana no tenga la capacidad, no pueda, o no quiera juzgar a los postulados extraditados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Estatuto de Roma”; y, finalmente, que “en ningún caso se entenderá que el tiempo en prisión de las penas que cumplan los paramilitares en razón de la extradición a otro país por delitos diferentes a los investigados bajo el procedimiento especial de la Ley 975 de 2005, hacen parte de la pena alternativa que deben cumplir en el proceso de ‘Justicia y Paz’[,] en caso [de] que este culmine con la concesión de la pena alternativa, o que son parte de la pena que tengan que cumplir al finalizar el proceso ante la justicia ordinaria, en caso de que los postulados sean excluidos del proceso de ‘Justicia y Paz’ por incumplimiento de sus compromisos”.                  

1.4.3. Por último, con relación al tercer cargo, además de que se declare la inexequibilidad del artículo 72 de la Ley 975 de 2005 y, “por unidad normativa[,] los apartes demandados del artículo 37 de la Ley 1592 de 2012”, los accionantes solicitan a la Corte que también:

(i) “[U]tilice la doctrina del derecho viviente, para establecer la inconstitucionalidad de las normas demandadas en el tercer cargo, por ser la reforma introducida por la Ley 1592 de 2012 contraria a la interpretación jurisprudencial consolidada que ha hecho la Corte Suprema de Justicia sobre la validez, eficacia y alcances temporales de la Ley 975 de 2005, la cual debe ser un referente obligado de análisis en el control de constitucionalidad”; y
(ii) Declare que “cualquier persona víctima de los grupos armados llamados Bacrim, por cualquier violación a los derechos humanos o infracción al derecho internacional humanitario cometidos por estos grupos en el contexto del conflicto armado interno, tienen derecho a acceder a los mecanismos judiciales o administrativos, nacionales o internacionales, en la jurisdicción ordinaria, constitucional o contencioso administrativa, para que sean garantizados sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral y las garantías de no repetición, conforme a las obligaciones internacionales del Estado colombiano y los estándares internacionales del derecho internacional de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario”. 
2. Aclaraciones preliminares
Antes de entrar a pronunciarse sobre la extensa demanda arriba resumida y sobre cada uno de sus cargos, esta Vista Fiscal advierte que resulta imprescindible hacer dos aclaraciones preliminares con el propósito de (i) determinar las normas, cargos y razones de la demanda sobre las que efectivamente amerita pronunciarse, así como de (ii) sentar algunos criterios constitucionales generales a partir de los cuales se construirá la postura del Ministerio Público dentro del presente proceso.

2.1. Naturaleza, alcance y fines de la acción de inconstitucionalidad

Tal y como se desprende tanto de los artículos 40 y 242 constitucionales, como del artículo 2°del Decreto 2067 de 1991, y como ya ha tenido ocasión de reiterarlo este Despacho en incontables oportunidades, es evidente que la acción de inconstitucionalidad es una acción pública, general e informal, de la que pueden hacer ejercicio todos los ciudadanos cuyos derechos políticos no se encuentran suspendidos, que tiene como propósito exclusivo garantizar la supremacía de la Constitución Política (artículo 4°), permitiendo que los ciudadanos demanden las normas legales y los actos administrativos descritos en el artículo 241 Superior que consideren que deben ser declarados inconstitucionales o inexequibles. 

Por medio de esta acción, por lo tanto, como se desprende de su propio nombre, y sin perjuicio de la múltiples formas en que la Corte Constitucional ha considerado que puede modular sus fallos, los ciudadanos no pueden pretender que el contenido de las normas sea modificado, de donde resulta que prima facie deben inadmitirse todas aquellas demandas o pretensiones con las que se busca que la Corte Constitucional modifique, agregue o sustituya el texto promovido por el Legislador (ordinario o extraordinario), así como aquellas con las que se pretende que esa Corporación imponga como obligatoria una determinada interpretación de la norma demandada que es sugerida por los accionantes. Por estas mismas razones, aun cuando una demanda o unas pretensiones semejantes sean admitidas, al momento de resolver la Corte en todo caso deberá declararse inhibida para pronunciarse sobre las mismas
.   
En segundo lugar se tiene que, por razón de su naturaleza y de su propósito, el único parámetro que es útil para el control de constitucionalidad que adelanta la Corte Constitucional está determinado, precisamente, por (i) las normas constitucionales, en tanto que esa Corporación es guardiana de su integridad y supremacía (artículo 241 Superior), así como por (ii) los tratados y convenios internacionales de derechos humanos que hayan sido ratificados por el Congreso de la República, los cuales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 constitucional, “prevalecen en el orden interno” y determinan la manera en que deben interpretarse los derechos reconocidos en la Carta Política. 
Por esta razón, son insuficientes como criterio de comparación para el análisis constitucional, es decir, como parámetros contra los que deben contrastarse las normas legales demandadas, tanto otras normas legales como, incluso, la jurisprudencia nacional o internacional y, con mayor razón, las recomendaciones, informes y declaraciones de organismos consultivos de sistema universal y del sistema interamericano de derechos humanos, y otras instituciones internacionales, entre otras, sin perjuicio de su relevancia ilustrativa
.  
En tercer lugar, debe advertirse una vez más que, sin perjuicio del carácter público e informal de la acción, toda demanda de inconstitucionalidad no solo debe contener las razones por las cuales se considera que las normas legales demandadas son inconstitucionales sino que, para que esto sea eficaz y pertinente, es evidente que éstas razones deben ser “claras, ciertas, específicas, pertinentes y suficientes” (Sentencia C-1052 de 2001, M.P. Alejandro Martínez Caballero, entre otras) pues, de lo contrario, no podría activarse la jurisdicción constitucional o ello en todo caso resultaría inútil
. 

Así, es claro que deben rechazarse todas aquellas pretensiones o cargos de inconstitucionalidad fundamentados en razones ininteligibles; en razones que no se desprenden clara y objetivamente de las normas constitucionales invocadas como vulneradas o de las normas legales demandadas sino, por el contrario, de meras suposiciones y elucubraciones subjetivas del accionante; en razones que no parten de una confrontación directa entre unas y otras, sino que se sustentan en consideraciones puramente coyunturales o hipotéticas, así como en opiniones, teorías o apreciaciones de conveniencia de los accionantes; y en razones tan débiles y forzadas que no despiertan si quiera una duda mínima sobre la constitucionalidad de la norma demandada
.
De conformidad con las anteriores premisas, por lo tanto, al emitir su concepto sobre la presente demanda, esta Jefatura se abstendrá de pronunciarse sobre todas las pretensiones subsidiarias o adicionales, formuladas por los accionantes, cuyo propósito sea distinto a que las normas demandadas sean declaradas inexequibles, así como sobre los cargos o razones que se ofrecen en la demanda que son impertinentes para un análisis constitucional, esto es, aquellos que se limitan a contrastar las normas demandadas con las normas que éstas modifican o reemplazan, o con la jurisprudencia nacional o internacional, o con declaraciones, informes o expresiones que no forman parte del bloque de constitucionalidad, entre otras. 
Tampoco se detendrá en las distintas consideraciones políticas, históricas, de conveniencia o meramente personales que hacen los accionantes, o en aquellas suposiciones que, antes que promover un análisis constitucional general e teórico, sugieren situaciones hipotéticas o tal vez persiguen proponer resolver casos concretos. 

Por último, esta Jefatura tampoco profundizará en la supuesta violación de algunas normas que sí forman parte del bloque de constitucionalidad, pero que no se precisan en la demanda, en tanto que no se indica de manera particular cómo resultan vulneradas por cada una de las normas y apartes demandados
.  
2.2. Libertad de configuración del legislador en materia penal y en materia de justicia transicional 
En segundo lugar, el Jefe del Ministerio Público entiende que es necesario hacer algunas consideraciones generales con relación a la libertad de configuración del legislador en materia penal y frente al diseño e implementación de mecanismos de justicia transicional, con el propósito de establecer unos límites que, precisamente, servirán de parámetro y facilitarán el estudio de los cargos y de las pretensiones de la demanda que, en principio, satisfacen los requisitos sustanciales exigidos. 

1.2.1. De antemano, baste con reiterar que, de conformidad con las normas constitucionales vigentes (artículo 150, numeral 2°), y como lo ha concluido esa misma Corporación en muchas ocasiones, por regla general el Legislador goza de un amplio margen de configuración para regular las instituciones procesales
, incluyendo las relativas al derecho procesal penal
. 

Sin embargo, como también se ha precisado en la jurisprudencia constitucional de forma reiterada, “este margen de discrecionalidad no es ilimitado, por cuanto el bloque de constitucionalidad constituye el límite axiológico al ejercicio del mismo, razón por la cual la definición de tipos penales y de los procedimientos penales debe respetar en un todo el ordenamiento superior en cuanto a derechos y la dignidad de las personas” (Sentencia C-205 de 2003, M.P. Clara Inés Vargas Hernández). 
Por lo tanto, al diseñar las normas sustantivas y procedimentales en materia penal, el Legislador en todo caso debe respetar: (i) los principios y fines del Estado
; (ii) los derechos fundamentales de las personas; (iii) los principios de proporcionalidad y razonabilidad; y (iv) la prevalencia del derecho sustancial sobre las formas
. 
En virtud de lo anterior, se tiene que el Legislador también debe observar particularmente los principios y reglas procesales que el Constituyente quiso expresamente elevar a rango constitucional, como es el caso (a) del debido proceso, (b) la presunción de inocencia, y (c) el derecho a la defensa
, entre otros.  
Lo anterior además significa que, como ya se advertía en la Sentencia C-800 de 2000 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo):

“[E]l control de constitucionalidad de este tipo de normas [(las normas penales procesales]) debe hacer eficaz, de un lado, el amplio margen de libertad de configuración normativa que tiene el legislador
 y, de otro, el respeto por el núcleo esencial de los derechos y garantías de las personas, en tanto que el juez constitucional no está ‘llamado a determinar cuáles deben ser los términos que se deben cumplir dentro de los procesos […sino que la] misión de la Corte en estos casos es, en realidad, la de controlar los excesos que se puedan presentar en la legislación” (subrayas fuera del texto). 

En este contexto, en el análisis constitucional que prosigue a este acápite, esta Jefatura se limitará también únicamente a aquellos cargos y pretensiones que efectivamente suponen una confrontación entre las normas constitucionales invocadas y las normas legales demandadas que sugieren, así, un auténtico debate constitucional. Se excluirán, en cambio, todas aquellas otras que desconocen esa libertad de configuración del legislador a la que aquí se ha hecho referencia y que, por lo tanto, pretenden fijarle al Legislador unos límites que la Constitución no le impone y, al mismo tiempo, otorgarle unas facultades legislativas o de sujeto político a la Corte Constitucional que ésta claramente no tiene. 

2.2.2. De otro lado, esta Vista Fiscal debe señalar que, en armonía con lo anterior, el Legislador también goza de un amplio margen de configuración para el diseño y la elaboración de instrumentos y mecanismos de justicia transicional, esto es, de herramientas jurídicas dirigidas a superar el conflicto armado, modificando o disminuyendo el impacto de ciertas normas, incluyendo normas penales, y ofreciendo prerrogativas punitivas y otras alternativas y beneficios a los miembros de grupos armados al margen de la Ley que se desmovilicen o, en general, de los actores en conflicto, en aras de alcanzar la paz. 

Incluso, como también se ha precisado en la jurisprudencia constitucional:

“[La] circunstancia [de un proceso de justicia transicional] resulta trascendental para la resolución de los problemas de constitucionalidad […] puesto que, según lo ha reconocido este tribunal
, el alcance y contenido de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, sobre los cuales se sustentan los cargos formulados, podría en casos concretos presentar algunas diferencias dependiendo de si los hechos punibles de cuya comisión ellos se derivan han de investigarse y juzgarse dentro de un contexto que pudiera denominarse ordinario, o en cambio, concurren circunstancias bajo las cuales resultaría válida la aplicación de instituciones de justicia transicional, las que por su misma naturaleza han de considerarse excepcionales” (subrayas fuera del texto).
A pesar de lo anterior, en todo caso debe destacarse que este margen de libertad del Legislador frente a la justicia transicional tampoco es ilimitado, en tanto que el mismo debe sujetarse y adecuarse a las normas y derechos constitucionales, comenzando con el reconocimiento y respeto de la dignidad humana. En este sentido, sin perjuicio de ser muy creativo, el Legislador debe respetar los mismos límites antes señalados y, más específicamente, los límites y parámetros que tanto la Constitución como el bloque de constitucionalidad han señalado para un proceso de justicia transicional, cuyo propósito es, sobretodo, evitar la impunidad
 y garantizar los derechos de las víctimas
 a la verdad
, a la justicia
, a la reparación y a la no repetición
.

Así, por ejemplo, como ya lo decía recientemente este Despacho, es claro que el Estado colombiano debe en todo caso respetar las normas constitucionales (específicamente del Preámbulo y los artículos 1°, 2°, 12, 29, 93, 228 y 229) y los instrumentos internacionales de derechos humanos que forman parte del bloque de constitucionalidad (allí específicamente se hacía alusión a la Convención Americana de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes), que sin duda:
“(i) Establecen que los Estados deben reconocer los derechos humanos de todas las personas sin ninguna discriminación
; 

(ii) Reconocen el derecho a la protección judicial de todas las personas sin perjuicio de quiénes sean sus victimarios o de su grado de responsabilidad o jerarquía dentro de la organización criminal, o de la sistematicidad de los delitos que cometan; 

(iii) Establecen un sistema de justicia subsidiario para evitar la impunidad de los delitos o crímenes internacionales; y 

(iv) Obligan a los Estados a juzgar a todos los presuntos autores de actos de desaparición forzada, impedir, no justificar, investigar y sancionar todos los actos de tortura; entre otros
” (Concepto 5557, Expediente D-9499).
En armonía con lo anterior, allí mismo se recordaba también cómo la propia Corte Constitucional, al declarar exequible el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, concluyó que: 

“La soberanía de un Estado existe para proteger a los habitantes que residen en su territorio, no para amparar a quienes han violado los derechos humanos o desconocido los mínimos establecidos en el derecho internacional humanitario ni, mucho menos, para servir de muralla infranqueable para quienes desean convertir un determinado territorio en un escondite para gozar de impunidad” (Sentencia C-578 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa).        

En razón de lo anterior, al pronunciarse sobre cada uno de los tres cargos formulados por los accionantes, este Despacho se concentrará en establecer si los artículos y apartes demandados implican o generan impunidad o si efectivamente vulneran los citados derechos.       

3. Problemas Jurídicos

Tal y como se desprende de la demanda arriba descrita, y como también se resume en el Auto del 2 de septiembre de 2013 con el que fue admitida, a la luz de las consideraciones anteriores esta Vista Fiscal considera que corresponde establecer: 

3.1. Si los artículos 2°, 5A, 15, 15A, 16, 16ª, 17, 18 y 23 de la Ley 975 de 2005, al permitir la priorización de algunos casos para fines de investigación, contrarían la obligación estatal de investigar las conductas punibles contempladas en el artículo 250 constitucional, e implican, de igual forma, una renuncia indebida a la persecución penal de tales conductas que no garantiza los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas cuyos casos no son priorizados, así como una discriminación contra ellas en comparación con las víctimas cuyos casos sí sean priorizados. Todo lo anterior vulnerando, por lo tanto, lo dispuesto en los artículos 1°, 2°, 13, 93 y 229 Superiores, y lo dispuesto en los artículos 8 y 25 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos y 2° y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

3.2. Si los apartes demandados de los artículos 6°, 11A, 11C, 11D, 15A, 17, 17B, 17C, 18, 22, 23, 23A, 25, 26, 46, 46A, 46B y 54, así como, en su integridad, los artículos 18A, 18B y 44 de la Ley 975 de 2005 y, “por unidad normativa”, los artículos 38, 39, 40 y 41 de la Ley 1592 de 2012, al establecer la remisión, para fines de reparación, de la decisión adoptada en el incidente identificación de afectación que se adopte en los procesos que se llevan de conformidad con la Ley 975 de 2005 a la Ley 1448 de 2011, contrarían el deber del Estado de garantizar los derechos de las víctimas, vulnerando el Preámbulo y los artículos 1°, 2°, 13, 93 y 229 de la Constitución Política, así como los artículos 8° y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos y los artículos 2° y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

3.3. Si los apartes demandados de los artículos 72 y 37 de la Ley 1592 de 2012, vulneran los derechos de las víctimas y contrarían lo dispuesto en el Preámbulo y en los artículos 2°, 11, 12, 22, 29 y 229 constitucionales al permitir que los beneficios que establece la Ley de Justicia y Paz se apliquen también para quienes se hayan desmovilizado con posterioridad a la entrada en vigencia de la misma.     

4. Análisis constitucional 

4.1.  Análisis del primer cargo. La priorización de casos, el deber estatal de investigar y los derechos de las víctimas
En términos generales, los accionantes consideran que la aplicación de criterios de priorización de casos, para fines de investigación y juzgamiento, así como que se pretenda garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación, identificando el patrón de macrocriminalidad que guió las conductas que les afectaron, o persiguiendo especialmente a los máximos responsables, entre otros, conduce a la impunidad de los casos que no sean seleccionados, pues los mismos ya no serían objeto de una investigación seria, imparcial y pertinente (esto es, en un tiempo razonable), lo que, consecuentemente, supone también la violación de los derechos de las víctimas de los casos no seleccionados. Para los actores, por lo tanto, la adopción de estos criterios contradice el deber del Estado de investigar las violaciones a los derechos humanos y pone en entredicho los derechos de las víctimas, comenzando con su derecho al acceso a la justicia, además de discriminar a algunas de ellas.  
Al respecto esta Vista Fiscal en primer lugar considera que, tal y como lo concluyó recientemente la Corte Constitucional, efectivamente “existe un pilar fundamental de la Constitución que consiste en el compromiso del Estado social y democrático de derecho de respetar, proteger y garantizar los derechos de la sociedad y de las víctimas. [Y en] virtud de este mandato existe la obligación de: (i) prevenir su vulneración; (ii) tutelarlos de manera efectiva; (iii) garantizar la reparación y la verdad; y (iv) investigar, juzgar y en su caso sancionar las graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario”.

Sin embargo, advierte que esta premisa no implica que el Estado y, concretamente, el Legislador, no pueda establecer o autorizar que se establezcan criterios de priorización para, precisamente, garantizar estos derechos. Y, como se puede observar en el texto de cada una de las normas constitucionales y del bloque de constitucionalidad que los accionantes invocaron como vulneradas en este primer cargo, en éstas explícita o implícitamente tampoco se prohíben tales criterios sino que únicamente se establece: 

(i) Que  Colombia es un Estado Social de Derecho fundado tanto en el respeto de la dignidad humana como en “la prevalencia del interés general”, entre cuyos propósitos están “garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución” y también “asegurar la convivencia pacífica” (Preámbulo y artículo 1° Superiores); 
(ii) Que todas las personas son iguales ante la ley, lo que no implica únicamente un deber de garantizar la igualdad formal sino una “real y efectiva” y, por tanto, incluye medidas de discriminación positiva y de protección especial en favor de los “grupos discriminados y marginados” y “personas […] en circunstancia de debilidad manifiesta” (artículo 13 Superior); 

(iii) El reconocimiento del bloque de constitucionalidad (artículo 93 Superior); 

(iv) Que todas las personas tienen derecho a acceder a la administración de justicia (artículo 229 Superior) y a un amparo judicial efectivo (artículos 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 2 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político). 
Así, como ya lo sostenía esta Jefatura al pronunciarse sobre el Acto Legislativo 01 de 2012 (Concepto 5557), el establecimiento de criterios de priorización de casos, o la priorización como tal, es respetuosa tanto de las normas constitucionales como de las obligaciones internacionales suscritas por Colombia, en tanto permite a la Fiscalía y a la justicia penal darle prelación a los delitos de mayor trascendencia social como, de hecho, otras autoridades judiciales y administrativas pueden, en nuestro ordenamiento jurídico, darle prelación al trámite y al fallo de determinados asuntos
. 
Cosa distinta es, en concepto de esta Jefatura, que se adopten criterios de selección, es decir, criterios que permiten que el Estado renuncie a la investigación y al ejercicio de la acción penal respecto de algunos crímenes, lo que es sustancialmente diferente y sí entiende este Despacho como contrario a los compromisos internacionales adquiridos por Colombia en materia de protección de los derechos humanos, así como violatorio de la dignidad humana de las víctimas de esas conductas que no sean seleccionadas, y de sus derechos a la igualdad, al debido proceso, al acceso a la justicia y, principalmente, de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación
. 
Pero eso no es lo que sucede con las normas aquí demandadas, en donde simplemente se permite a la Fiscalía General adoptar unos criterios de priorización para investigar y llevar a juicio determinados casos, así como se establece que deben tomarse en cuenta estos criterios para permitir la participación de las víctimas dentro del proceso penal de justicia y paz, y se contempla el efecto de la aplicación de estos criterios en lo que tiene que ver con la posibilidad de que el imputado acepte los cargos que le son imputados y, como consecuencia de ello, se dé la terminación anticipada del proceso penal.  
De otra parte, resulta pertinente recordar que la Constitución Política, en su artículo 250 ya permite, como una forma de priorización, que la Fiscalía General de la Nación implemente los criterios que fije el Legislador para la aplicación del denominado principio de oportunidad, es decir, que cese de investigar determinados hechos que revistan las características de delito, cumplidas determinadas condiciones. Posibilidad que, si es constitucionalmente admisible para la justicia ordinaria, todavía más debe serlo, en concepto de esta Vista Fiscal, en el marco de la aplicación de procedimientos y herramientas de justicia transicional.     
De conformidad con esto no sobra agregar que en el Acto Legislativo 01 de 2012, también conocido como el “Marco Jurídico para la Paz”, el cual fue recientemente declarado exequible por la Corte Constitucional en la todavía no publicada Sentencia C-579 de 2013 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), no sólo se faculta al Fiscal General de la Nación para determinar o establecer unos “criterios de priorización para el ejercicio de la acción penal”, sino que incluso se faculta al Legislador estatutario para establecer unos “criterios […] de selección” con el objeto de que se concentre la investigación penal en los máximos responsables de los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra cometidos de manera sistemática.  
Así, según se resume en el Comunicado de Prensa No.34 del 28 de agosto de 2013, en la mencionada decisión esa Corporación concluyó que “para alcanzar una paz estable y duradera es legítimo adoptar medidas de justicia transicional, como los mecanismos de selección y priorización”
, toda vez que:

(i) “[E]stimó que a través de ellos es posible modificar la estrategia de juzgamiento ‘caso por caso’, tradicionalmente utilizada por la justicia ordinaria, y, en su lugar, acudir a un sistema que permite agrupar las graves violaciones de derechos en ‘macroprocesos’, e imputarlas a sus máximos responsables. Esto, a su vez, permite cumplir de forma más eficiente con el deber de proteger los derechos de las víctimas del conflicto”; y
(ii) “[E]xaminó si la posibilidad de centrar esfuerzos en la investigación penal de los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra cometidos de manera sistemática, garantiza el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por Colombia […y concluyó] que en virtud de los instrumentos de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, y los pronunciamientos de sus intérpretes, es legítimo que se dé una aplicación especial a las reglas de juzgamiento, siempre y cuando se asegure que como mínimo se enjuiciarán aquellos delitos”. 
Lo anterior aunque, sea preciso agregarlo, en la citada Sentencia la Corte Constitucional en todo caso consideró que era necesario fijar algunos “parámetros de interpretación” del mencionado Acto Legislativo, “para que estos sean observados por el Congreso de la República al expedir la Ley Estatutaria que desarrolle el ‘Marco Jurídico para la Paz’”, entre los que se destacan para el presente proceso: 

(i) Que “[e]l pilar esencial que impone al Estado el deber de respetar, proteger y garantizar los derechos de la sociedad y de las víctimas, exige que todas ellas tengan, como mínimo, las siguientes garantías: (i) transparencia del proceso de selección y priorización; (ii) una investigación seria, imparcial, efectiva, cumplida en un plazo razonable y con su participación; (iii) la existencia de un recurso para impugnar la decisión sobre la selección y priorización de su caso; (iv) asesoría especializada; (v) el derecho a la verdad, de modo que cuando un caso no haya sido seleccionado o priorizado se garantice a través mecanismos judiciales no penales y extrajudiciales; (vi) el derecho a la reparación integral; y (vii) el derecho a conocer dónde se encuentran los restos de sus familiares”;

(ii) Que “[p]ara que sea aplicable el Marco Jurídico para la Paz es necesario exigir la terminación del conflicto armado respecto del grupo desmovilizado colectivamente, la entrega de las armas y la no comisión de nuevos delitos en los casos de desmovilización individual”; 

(iii) Que “[t]al como se señala en la Constitución, sin perjuicio del deber de investigar y sancionar todas las graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, la ley estatutaria podrá determinar criterios de selección que permitan centrar los esfuerzos en la investigación penal de los máximos responsables de todos los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad, genocidio o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática, objetivo dentro el cual, para la selección de los casos se tendrán en cuenta tanto la gravedad como la representatividad de los mismos”; 

(iv) Que “[d]ada su gravedad y representatividad, deberá priorizarse la investigación y sanción de los siguientes delitos: ejecuciones extrajudiciales, tortura, desapariciones forzadas, violencia sexual contra la mujer en el conflicto armado, desplazamiento forzado y reclutamiento ilegal de menores, cuando sean calificados como delitos de lesa humanidad, genocidio o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática”;

(v) Que “[e]l articulado de la Ley Estatutaria deberá ser respetuoso de los compromisos internacionales contemplados en los tratados que hacen parte del bloque de constitucionalidad, en cuanto a la obligación de investigar, juzgar y en su caso sancionar las graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario”;

(vi) Que “[d]entro del diseño integral de los instrumentos de justicia transicional derivados del marco jurídico para la paz, la Ley Estatutaria deberá determinar los criterios de selección y priorización, sin perjuicio de la competencia que la propia Constitución atribuye a la Fiscalía para fijar, en desarrollo de la política criminal del Estado, los criterios de priorización”;

(vii) Que “[p]ara que procedan los criterios de selección y priorización, el grupo armado deberá contribuir de manera real y efectiva al esclarecimiento de la verdad, la reparación de las víctimas, la liberación de los secuestrados y la desvinculación de todos los menores de edad”; 

(viii) Que “[s]e debe garantizar la verdad y revelación de todos los hechos constitutivos de graves violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, a través de mecanismos judiciales o extrajudiciales como la Comisión de la Verdad” (negrillas en el texto original).

Por lo tanto, para esta Vista Fiscal es claro que la priorización de casos o la adopción de criterios para la priorización de casos no es, en sí misma, contraria a los derechos de las víctimas ni contraría su derecho a la igualdad sino, antes bien, supone un estrategia o mecanismo de política criminal propio de un sistema de justicia transicional que, precisamente, pretende alcanzar el fin superior de la paz sin vulnerar los derechos de las víctimas. 
Lo anterior, sin perjuicio de que esa priorización, como se despende de los criterios arriba transcritos —que esa Corporación consideró que incluso le son exigibles a un Acto Legislativo y a la Ley Estatutaria que lo desarrolle— en todo caso debe responder a parámetros razonables y proporcionales, al mismo tiempo que tiene unos límites específicos, los cuales encuentran su fundamento, especialmente, en el bloque de constitucionalidad. 
Esto, además, de que en forma alguna debe entenderse como una renuncia definitiva e incondicionada a todos los casos o hechos que no sean seleccionados como prioritarios, o lo que es lo mismo, como una forma disfrazada de impunidad que, sin duda, efectivamente sería discriminatoria. 
En conclusión, esta Vista Fiscal considera que las expresiones demandadas de los artículos 2°, 5A, 15, 15A, 16, 16A, 17, 18 y 23 deben ser declaradas exequibles por el cargo que contra ellas se hace en la demanda sub examine.       
4.3. Análisis del segundo cargo. Las Leyes 975 de 2005 y 1448 de 2011, los derechos de las víctimas y, específicamente, el derecho a la reparación integral
Señalan los actores, en segundo lugar, que la remisión que se hace en varias de las normas demandadas de la ley 975 de 2005 a las definiciones, instituciones y procedimientos administrativos establecidos en la Ley 1448 de 2011 (“Ley de Víctimas”) y relativos o dirigidos a garantizar la reparación integral de las víctimas, vulnera los derechos de las víctimas del conflicto armado interno y, precisamente, este derecho a la reparación integral. Y agregan que la modificación que introducen las normas demandadas de la Ley 1592 de 2012 beneficia indebidamente a los postulados de la Ley de Justicia y Paz, es decir, a los victimarios, en desmedro de los derechos de las víctimas a la verdad y a la reparación, que además consideran que se restringen desproporcionadamente, especialmente por razón de las modificaciones que allí se hacen relativas a su participación dentro del proceso penal de Justicia y Paz.
Con relación a lo anterior, esta Jefatura considera pertinente destacar cómo prima facie resulta imposible concluir que alguna de las anteriores diecisiete (17) proposiciones normativas contra las que elevan sus cargos los accionantes contradiga las normas constitucionales y del bloque de constitucionalidad por ellos invocadas como vulneradas, en tanto que éstas últimas, sin duda, no tienen el grado de especificidad que tienen las primeras ni se refieren a los asuntos, tan procesales o técnicos, que allí se regulan. 

Lo anterior guarda estrecha relación, además, con el hecho de que, como se desprende de la descripción que se acaba de hacer respecto del contenido de las normas demandadas, los reproches de los accionantes, más que contra la Ley 975 de 2005, se dirigen es contra la Ley 1448 de 2011 (no demandada), “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, y contra el modelo de justicia transicional que allí, y en la Ley de Justicia y Paz (modificada por la Ley 1592 de 2012, que fue sólo parcialmente demandada), adoptó el Legislador. Esto, sobre todo, en razón de su particular concepción sobre los derechos de las víctimas, y especialmente sobre el derecho a la reparación y sobre los límites de la justicia transicional. 
En razón de lo anterior, y partiendo de las premisas y del marco jurídico teórico-constitucional que aquí ya se ha establecido (numeral 2.2), esta Jefatura considera pertinente recordar que, como ya se decía en el Concepto 5557, específicamente con relación al derecho de las víctimas a la reparación, la jurisprudencia constitucional progresivamente ha ido abandonando la concepción según la cual el interés de las víctimas está limitado a la reparación económica. Así, sustentándose tanto en los derechos constitucionales como, incluso, en los pronunciamientos de diferentes instancias internacionales HYPERLINK "http://es-mg42.mail.yahoo.com/neo/" \l "_ftn20" \o "" \t "_blank"  (Cf. sentencia de la Corte IDH del 14 de marzo de 2001, Caso Barrios Altos [Chumbipuma Aguirre y otros vs. Perú] y el “Conjunto de Principios para la Protección y la promoción de los derechos Humanos mediante la lucha contra la impunidad”, proclamado por la ONU), se ha ido dando paso al reconocimiento de nuevos derechos de las víctimas que, por ejemplo, no se contemplaban cuando se le permitiría constituirse como parte civil dentro del proceso penal (en el marco del Código de Procedimiento Civil que establece la Ley 600 de 2000), como son precisamente los derechos a la verdad, la justicia y la reparación.
Por lo tanto, actualmente es claro que la reparación no se agota con una indemnización pecuniaria, sino que implica un sinnúmero de medidas diferentes que incluyen:

“(i) Restitución: devolver a la víctima a su statu quo ante. (ii) Indemnización: sufragar el valor material de los perjuicios morales, materiales y de la vida de relación irrogados. (iii) Rehabilitación: recuperar a las víctimas de las secuelas físicas y psicológicas derivadas de los delitos cometidos. (iv) Satisfacción: compensación moral orientada a restaurar la dignidad de la víctima y divulgar lo acontecido. (v) Garantía de irrepetibilidad: desmovilización, desarme, reinserción, desmonte de las organizaciones delictivas y prohibición, en todas sus formas y expresiones, de la conformación de grupos armados paraestatales y el diseño de estrategias paramilitares. (vi) Reparación simbólica: aseguramiento de la memoria histórica, aceptación pública de la comisión de delitos, perdón difundido y restablecimiento de la dignidad de las víctimas, v. gr. la construcción de camposantos, de monumentos o la colocación de placas en sitios especiales. (vii) Reparación colectiva: recuperación psicológica y social de las comunidades victimizadas” HYPERLINK "http://es-mg42.mail.yahoo.com/neo/" \l "_ftn21" \o "" \t "_blank"  (Corte Suprema de Justicia, El Proceso Penal de Justicia y Paz. Compilación de autos y sentencias de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 2011, pp. 100-101).
Y precisamente atendiendo a esa concepción de los derechos de las víctimas —en donde no se entienden cada una de las tres categorías citadas (verdad, justicia y reparación) como exclusivas o excluyentes, es decir, como compartimientos estancos— y especialmente a esa concepción del derecho a la reparación integral que trasciende la mera indemnización económica, es que el Legislador adoptó la política pública para la “reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno” (entre otras) que se concretó en la Ley 1448 de 2011
 y que, posteriormente, promulgó la Ley 1592 de 2012, a través de la cual modificó la Ley 975 de 2005 (Ley de Justicia y Paz), con el fin de armonizarlas, en tanto mecanismos de justicia transicional, sobre todo en lo relativo al derecho a la reparación de las víctimas. 
Así, esta Vista Fiscal advierte que el fin perseguido por el Legislador con los cambios introducidos a la Ley de Justicia y Paz por la Ley 1592 de 2012, tienen por objeto separar el proceso penal del que trata la Ley de Justicia y Paz, en donde en todo caso se buscaron reconocer y respetar los derechos de las víctimas, de las medidas estrictamente de reparación, establecidas ahora en la Ley 1448 de 2011, sin con ello pretender desconocer o menoscabar éste o los demás derechos de las víctimas
.

Se tiene, por lo tanto, que en la Legislación vigente se encuentra, por una parte, (i) la Ley de Justicia y Paz, que al mismo tiempo que ofrece a los miembros de grupos armados al margen de la Ley una serie de beneficios y prerrogativas punitivas con el propósito de promover su desmovilización y contribución a la paz, también pretende garantizar los derechos de las víctimas a la justicia (sobre todo, pero no exclusivamente, al garantizar que los desmovilizados en todo caso paguen un tiempo de cárcel) y a la verdad (en tanto que, entre otras, exige la confesión de toda la verdad de los delitos cometidos como prerrequisito para alcanzar los beneficios punitivos de los que trata la norma). Lo que, al mismo tiempo, implica y tiene una gran incidencia sobre la satisfacción del derecho a la reparación —en tanto que no hay reparación sin justicia y sin verdad— e implica también una serie de medidas con fines de reparación (como es, v. gr., que a quienes se quieran hacerse beneficiarios de la Ley de Justicia y Paz también se les exija entregar, ofrecer o denunciar todos los bienes que hayan adquirido o que sepan que el grupo armado al que pertenecían haya adquirido con ocasión de sus actividades al margen de la ley; pedir perdón, entre otras). Y, por otra parte, (ii) la denominada Ley de Víctimas, en donde se establecen tanto medidas de atención y de asistencia como medidas de reparación para las víctimas del conflicto armado. 

Así las cosas, lo que los accionantes, precisamente, no comparten, es la política pública y, particularmente, la manera como el legislador ha diseñado estas herramientas jurídicas y como ha pretendido hacerlas armónicas y eficaces, por cuanto consideran que la Ley de Justicia y Paz, individualmente considerada, ha sido insuficiente, y de otra, que las reformas que a esta norma se introdujeron, con motivo de la expedición y entrada en vigencia de la Ley de Víctimas, resultaron más benéficas para los victimarios y menos respetuosas o satisfactorias de los derechos de las víctimas. Pero, entendido el problema jurídico de esta manera, esta Vista Fiscal no puede compartir las consideraciones y los reproches de los accionantes, pues considera que además de que efectivamente debe respetarse la libertad de configuración que tiene el Legislador para establecer herramientas, mecanismos y políticas públicas de justicia transicional y, así, el principio democrático y la soberanía popular, tampoco puede adoptarse una concepción maximalista (en términos ideológicos) de los derechos de las víctimas que, precisamente, lleve a hacer nugatoria toda iniciativa que éste promueva para alcanzar el fin de conflicto y pretender la paz. 

Con lo anterior, sin embargo, esta Vista Fiscal no está en forma alguna adoptando la postura formalista y positivista, hoy ampliamente difundida, que confunde las normas con los derechos y que, como consecuencia de ello, supone equivocadamente que los derechos se oponen unos a otros y que, por lo tanto, es necesaria una ponderación entre los derechos de las víctimas y el fin constitucional (y derecho de toda la sociedad) a la paz que, necesariamente, implica el sacrificio o, por lo menos, la violación parcial, de los derechos de las víctimas. Muy por el contrario, lo que esta Vista Fiscal está diciendo es que, con relación a este segundo cargo en particular, el derecho a la reparación integral de las víctimas no necesariamente implica que éstas tengan derecho a que exista un incidente de reparación integral dentro del proceso penal especial que se adelante contra los miembros de los grupos armados al margen de la ley que se desmovilicen, como originalmente se disponía en la Ley de Justicia y Paz, como tampoco prohíbe o imposibilita que el Estado adopte una política pública de reparación integral de las víctimas del conflicto armado, por vía administrativa, que se armonice con las medidas, condiciones, exigencias y fines de reparación que también se encuentran presentes en el proceso penal —que, por otra parte, no eliminan o impiden a las víctimas pretender la satisfacción de este derecho, en tanto que las acciones administrativas y judiciales, como ya se ha explicado en los precedentes jurisprudenciales citados, deben entenderse como complementarias y no como excluyentes—.  
En este sentido, se advierte que un proceso de justicia transicional efectivamente debe garantizar los derechos de las víctimas a la justicia, a la verdad y a la reparación —que son auténticos derechos y exigencias de justicia, es decir, no meras concesiones normativas—, pero que su reconocimiento y garantía, como de los demás derechos que se reconocen en las normas constitucionales y en el bloque de constitucionalidad que se invocaron como vulneradas, no se alcanza exclusivamente por una vía o por otra, lo que significa que el Legislador tiene diferentes alternativas para hacerlo. 
Como consecuencia de esto, esta Jefatura considera que los accionantes y, en general, los ciudadanos, pueden cuestionar e incluso demandar tanto la Ley de Víctimas como las medidas administrativas que se adopten con fundamento en éstas, siempre y cuando efectivamente afecten los derechos de las víctimas, pero no pueden simplemente oponerse al hecho de que el Legislador establezca una relación entre esta Ley y la Ley de Justicia y Paz, sin impedir o limitar el acceso a la administración de justicia, o que el Legislador modifique ésta última. Además, no deben confundirse las expectativas que las víctimas puedan tener con fundamento en la vigencia de determinada norma, que posteriormente es modificada, con los derechos, ciertos y determinados, que les sean reconocidos, por ejemplo, en una determinada sentencia judicial.    

En segundo lugar, esta Vista Fiscal tampoco considera que, con motivo de los derechos de las víctimas, el Legislador no pueda autorizar que se den versiones libres colectivas o conjuntas; permitir que s e concentren audiencias —lo que en forma alguna contradice el mandato superior de responsabilidad individual en tanto que no implica que puedan proferirse condenas contras las personas por conductas de terceros—; o conceder ningún nuevo beneficio a los desmovilizados o restringir, de alguna manera, la participación de las víctimas dentro del proceso penal de Justicia y Paz, como sucede con algunas de las normas demandas en donde, por ejemplo, se impide a las víctimas apelar las decisiones de mero trámite. 

Para esta Jefatura, se reitera, el Legislador tiene un amplio margen de configuración también al diseñar las herramientas de justicia y paz
, y los derechos de las víctimas en forma alguna tampoco le impiden, como suponen los accionantes, fijar un término para que pueda determinarse si los beneficiarios de la Ley de Justicia y Paz, por ejemplo, efectivamente cumplieron con el deber de entregar, ofrecer o denunciar los bienes mal habidos que tengan o que sepan que tiene el grupo armado al que pertenecían. 

De igual forma, como ya se advertía en el acápite anterior, la Ley 975 de 2005, en su actual redacción, no introduce disposiciones que permitan al Estado renunciar al deber de investigar las conductas delictivas y, por tanto, al deber de garantizar a las víctimas su derecho a la verdad, como tampoco permite que sus victimarios obtengan beneficios y ventajas punitivas sin colaborar con la garantía de su derecho a la reparación, sin perjuicio de que se distinga entre los bienes que tienen y los que no tienen vocación reparadora. Antes bien, la Ley incluye criterios de priorización que pretenden una más amplia y más eficiente satisfacción de los derechos a la verdad y a la justicia y establece una remisión a la Ley de Víctimas que, en forma alguna pretende eliminar la reparación integral sino, por el contrario, garantizar a las víctimas una reparación que no se limite únicamente a la indemnización económica y que no dependa exclusiva o principalmente de la capacidad financiera de los victimarios.        
Por último, este Despacho tampoco considera que al Legislador le esté vedado modificar las reglas de vigencia o de aplicación temporal de la Ley de Justicia y Paz, o que ello automáticamente o necesariamente afecte los derechos de las víctimas, ni advierte que las modificaciones de esta naturaleza que se hicieron por medio de la Ley 1592 de 2012 promuevan que los miembros de grupos armados al margen de la Ley puedan hacerse beneficiarios de la Ley de Justicia y Paz sin garantizar o cooperar con la reparación integral de las víctimas. Estas no son más que suposiciones y elucubraciones de los accionantes que no se desprenden directamente de las normas demandadas.                     
Por razón de lo anterior, esta Jefatura considera que, específicamente por el cargo y el problema jurídico general aquí analizados, los apartes demandados de los artículos 6°, 11A, 11C, 11D, 15A, 17, 17B, 17C, 18, 22, 23, 23A, 25, 26, 46, 46A, 46B y 54 y los artículos 18A, 18B y 44 de la Ley 975 de 2005, así como los artículos 38, 39, 40 y 41 de la Ley 1592 de 2012, deben ser declarados exequibles. Esto, sin perjuicio de que la constitucionalidad de estas mismas normas pueda volver a debatirse con fundamento en razones más específicas y pertinentes.   
4.4. Análisis del tercer cargo.  La aplicación temporal de la Ley 975 de 2005 y los beneficios que se conceden en la justicia transicional
Los accionantes consideran que las reglas de aplicación temporal de la Ley 1592 de 2012, establecidas en el artículo 37, violan los derechos de las víctimas y, particularmente, sus derechos a la vida, a no ser sometidos a la desaparición forzada, a no recibir torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes, a la paz, al acceso a la administración de justicia, a un orden político, económico y social justo y a que las autoridades les protejan en sus demás derechos y libertades, así como los deberes estatales que esos derechos correlativamente implican.

En segundo lugar, consideran que el artículo 72 de la Ley 975 de 2005 contradice el objetivo original de la Ley de Justicia y Paz (cual era que ésta sólo aplicara para hechos anteriores al 25 de julio de 2012) y, además, permite que los grupos armados puedan seguir delinquiendo y posteriormente se hagan beneficiarios de la Ley, lo que constituye una nueva vulneración de los derechos de las víctimas.

Sin embargo, esta Vista Fiscal considera que las conclusiones señaladas por los accionantes no cumplen con los requisitos de certeza y pertinencia, en tanto que, más allá de posibles diferentes concepciones o críticas que puedan hacerse desde el punto de vista de técnica legislativa, así como de posibles y reprochables errores que puedan cometerse en la aplicación de las normas demandadas, en las mismas no se establece la lógica o los efectos que los actores reprochan. 
En efecto, salta a la vista que una cosa es decir (i) que las personas que se hayan desmovilizado de grupos armados al margen de la Ley que quisieran beneficiarse de lo establecido en la Ley de Justicia y Paz debieron haber solicitado su postulación a la misma antes del 31 de diciembre de 2012, o  (ii) que quienes se hayan desmovilizado con anterioridad a la entrada en vigencia de esta Ley (es decir, el 3 de diciembre de 2012) tienen, en cambio, un año a partir de su desmovilización para solicitar su postulación, y (iii) que uno u otro de estos momentos determinan, a su vez, desde cuándo debe comenzar a contarse el plazo de dos o de un año que, respectivamente, tiene el Gobierno para decidir sobre su postulación; y otra muy distinta decir que cualquier persona que haya infringido la ley penal, en cualquier momento y sin ningún condicionamiento puede acceder a los beneficios de la Ley de Justicia y Paz, siendo indiferentes los derechos de las víctimas. 
Como también es muy distinto que el Legislador establezca (i) que para quienes hayan formado parte de desmovilizaciones colectivas la Ley 975 de 2005 aplica únicamente para hechos ocurridos con anterioridad a su desmovilización (aún sin que se fije una fecha límite), y (ii) que para quienes se hayan desmovilizado de forma individual, ésta aplique únicamente para hechos anteriores a su desmovilización o, en todo caso, anteriores al 31 de diciembre de 2012; a decir que las normas demandadas autorizan a los desmovilizados para que puedan continuar delinquiendo y que es prescindible o irrelevante el derecho de las víctimas a la no repetición. 
Por último, también es claro que tanto del texto como del contenido deontológico de las normas constitucionales y del bloque de constitucionalidad que se invocan como vulneradas, en forma alguna se desprende para el Legislador algún mandato y, mucho menos, un límite que le impida determinar cuál debe ser la aplicación temporal de la Ley de Justicia y Paz. 

Por las razones expuestas, que denotan la ineptitud sustancial del cargo, esta Vista Fiscal considera que la Corte Constitucional debe declararse inhibida para pronunciarse sobre la exequibilidad de los últimos dos artículos mencionados. 
5. Conclusión
En atención a las consideraciones aquí expuestas, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar exequibles los artículos 2°, 5A, 15, 15A, 16, 16ª, 17, 18, 18ª, 18B, 23 y 44 de la Ley 975 de 2005, así como los apartes demandados de los artículos 6°, 11A, 11C, 11D, 15A, 17, 17B, 17C, 18, 22, 23, 23A, 25, 26, 46, 46A, 46B y 54 de esa misma Ley, y los artículos 38, 39, 40 y 41 de la Ley 1592 de 2012, por los cargos aquí analizados, y declararse inhibida para pronunciarse sobre los artículos 72 de la Ley 975 de 2005 y 37 de la Ley 1592 de 2012, por la ineptitud sustancial del cargo formulado contra los mismos.  
De los Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/ABG

� Un ejemplo de esto último puede encontrarse, de hecho, en la Sentencia C-370 de 2006 (M.P.s. Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández), en donde la Corte Constitucional, al analizar una demanda de inconstitucionalidad precisamente contra la misma Ley 975 de 2005, se inhibió de pronunciarse sobre algunos de los cargos formulados señalando, entre otras razones, “que los argumentos expresados por los demandantes están dirigidos a solicitar que la Corte establezca pautas interpretativas frente a algunos artículos de la Ley demandada, pero no dan cuenta de una oposición objetiva y verificable entre el artículo 23 y los preceptos constitucionales. En últimas, se está ante la ausencia de una acusación concreta frente al artículo demandado, motivo por el cual no es posible adelantar un juicio de constitucionalidad sobre el mismo”. 


� “De conformidad con el artículo 93 constitucional, los tratados internacionales de derechos humanos hacen parte del bloque de constitucionalidad bien sea esta figura entendida en sentido estricto o en sentido lato. La jurisprudencia de las instancias internacionales constituye  una pauta relevante para la interpretación de los enunciados normativos contenidos en instrumentos internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, cosa diferente a atribuirle a dicha jurisprudencia directamente el carácter de bloque de constitucionalidad.  Adicionalmente, la Corte ha sido enfática en referirse a la jurisprudencia proveniente de instancias internacionales, alusión que atañe exclusivamente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, única instancia judicial del Sistema Interamericano. Por lo tanto, con menor razón podría atribuírsele el carácter de bloque de constitucionalidad a las recomendaciones y observaciones formuladas por otros organismos internacionales que no tienen atribuciones judiciales, lo que no excluye que las recomendaciones y observaciones formuladas por organismos de esta naturaleza puedan ser tenidas en cuenta para interpretar los derechos fundamentales contenidos en la Carta de 1991, y que su relevancia varíe según sea su naturaleza y función a la luz del tratado internacional correspondiente”: Sentencia C-355 de 2006, M.P.s. Jaime Araujo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández.


� Al respecto, recientemente dijo la Corte: “Aun cuando la demanda de inconstitucionalidad debe ser evaluada de acuerdo con el principio pro actione, dado el carácter público que la propia Constitución le atribuye, en todo caso es necesario que en ella concurran unas condiciones mínimas de procedibilidad que permitan guiar la labor del juez constitucional y orientar, asimismo, el debate de los intervinientes en el proceso que pretende iniciarse. Sobre este particular, la Corte ha expresado que la exigencia de unos requisitos mínimos en la formulación de las demandas de inconstitucionalidad, no puede interpretarse como una restricción al ejercicio del derecho político a presentar acciones públicas en defensa de la Constitución, sino como una limitación razonable del mismo, inscrita en el ámbito de la reglamentación del citado derecho, con la que se persigue asegurar un debido proceso constitucional, ordenado, coherente y rodeado de las mayores garantías, de manera que pueda concluir con una decisión de fondo” (Sentencia C-055 de 2013, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez).


� En la ya citada Sentencia C-370 de 2006, por ejemplo, la Corte también sostuvo como razones de inhibición con respecto a determinados cargos: que “la argumentación planteada por los actores […] versa sobre las consecuencias prácticas, en el ámbito personal de un grupo de combatientes desmovilizados, de la aplicación de los artículos acusados, al igual que de otras disposiciones que no fueron objeto de la demanda.  Por ende, […] no se está ante la oposición entre los artículos acusados y las normas constitucionales que se estiman violadas, sino ante la presunta contradicción entre las disposiciones de la Carta y las consecuencias de índole práctico y particular que los actores infieren de la aplicación de las disposiciones demandas y de otras que, se insiste, no fueron objeto de la acción pública”; y que “la Corte encuentra que impide un pronunciamiento de fondo, puesto que incumple con los requisitos de certeza y especificidad.  El primero, en tanto la censura propuesta no expone argumento alguno dirigido a sostener que a partir de la interpretación de las expresiones acusadas, en sí mismas consideradas, puedan inferirse las consecuencias jurídicas que los actores predican de ellas.  El segundo, habida cuenta que las razones que pretenden adscribir implicaciones contrarias a la Constitución a los apartados demandados son de naturaleza eminentemente global, sin que sea posible determinar un cargo particular y concreto dirigido a demostrar la incompatibilidad entre los preceptos demandados y las disposiciones de la Carta Política.  Sobre este preciso particular debe reiterarse que el control de constitucionalidad está supeditado al planteamiento claro y específico de una potencial contradicción entre las normas censuradas y el Estatuto Superior.  En ese sentido, una censura de carácter global, que no establezca una comparación en los términos expuestos, deviene en una decisión inhibitoria ante la inexistencia de los presupuestos mínimos para la construcción de las razones que apoyan el concepto de la violación”. 


� Específicamente tal es el caso del artículo 8° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 14 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, el artículo 39 de la Convención sobre los Derechos del Niño; los artículos 1°, 3° y 6° de la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; y el artículo 1° de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos.





� Ver Sentencia C-227 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas. 


� Así, en la Sentencia C-146 de 1994 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), la Corte Constitucional concluía que “[c]orresponde al legislador el señalamiento en abstracto de aquellas conductas que constituyan hechos punibles y la previsión de las sanciones pertinentes” y, por lo tanto, “[a]l establecer los tipos penales, goza el legislador de una amplia discrecionalidad, pues únicamente él está llamado a evaluar el daño social que causa determinada conducta y las medidas de punición que debe adoptar el Estado, dentro del contexto de la política criminal, para su prevención y castigo […] Así, pues, la consagración de las modalidades que reviste el tipo penal y de las condiciones que se harán exigibles para que él se configure, compete al legislador. La Constitución, por su misma naturaleza, no entra a detallarlas”.


Más recientemente, en la sentencia C-127 de 2011 (M.P. María Victoria Calle Corre), esa misma Corporación sostuvo, en el mismo sentido, que “por regla general, la determinación de los sujetos procesales y de los momentos en que ellos pueden intervenir en los procesos judiciales hace parte de la libertad de configuración normativa del legislador que debe responder a las necesidades de la política legislativa, para lo cual evalúa la conveniencia y oportunidad de los mecanismos o instrumentos procesales para hacer efectivos los derechos, libertades ciudadanas y las garantías públicas respecto de ellos”.


Por último, y de conformidad con lo anterior, de manera más específica la Corte también ha precisado que “[e]n ejercicio de la potestad de configuración normativa, corresponde al legislador establecer las formas propias de cada juicio y fijar las reglas y condiciones para acceder a los jueces en búsqueda de la adecuada administración de justicia (artículos 29 y 229 de la Carta)” y, “en desarrollo de esta potestad, el legislador puede fijar nuevos procedimientos (Sentencia C-510 de 2004, MP. Álvaro Tafur Galvis)”; “determinar la naturaleza de actuaciones judiciales” (Sentencias C-163 de 2000, MP. Fabio Morón Díaz y C-1149 de 2000, MP. Jaime Araújo Rentería); “eliminar etapas procesales” (Sentencia C-180 de 2006, MP. Jaime Araújo Rentería)”; “requerir la intervención estatal o particular en el curso de las actuaciones judiciales” (Sentencia C-1264 de 2005, MP. Clara Inés Vargas Hernández); “imponer cargas procesales”; (Sentencias C-316 de 2002 y C-043 de 2004, MP. Marco Gerardo Monroy Cabra; y C-641 de 2002, M.P. Rodrigo Escobar Gil); o “establecer plazos para el ejercicio del derecho de acceso a la administración de justicia” (Sentencia C-1232 de 2005, MP. Alfredo Beltrán Sierra); entre otras. Lo que, a su vez, ha explicado que significa que “por regla general, la determinación de los sujetos procesales y de los momentos en que ellos pueden intervenir en los procesos judiciales hace parte de la libertad de configuración normativa del legislador que debe responder a las necesidades de la política legislativa, para lo cual evalúa la conveniencia y oportunidad de los mecanismos o instrumentos procesales para hacer efectivos los derechos, libertades ciudadanas y las garantías públicas respecto de ellos” (Sentencia C-210 de 2007 (MP. Marco Gerardo Monroy Cabra).


� Comenzando con el “respeto de la dignidad humana”, que es el primer fundamento del denominado Estado Social de Derecho (artículo 1° Superior).  


� Ver Sentencia C-227 de 2000 (M.P. Luis Ernesto Vargas). 


� “El derecho fundamental al debido proceso, consagrado en el artículo 29 de la Constitución, con aplicación extensiva ‘a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas’, está integrado, de conformidad con la jurisprudencia constitucional, por ‘el conjunto de facultades y garantías previstas en el ordenamiento jurídico, cuyo objetivo básico es brindar protección al individuo sometido a cualquier proceso, de manera que durante el trámite se puedan hacer valer sus derechos sustanciales y se logre el respeto de las formalidades propias del juicio, asegurando con ello una recta y cumplida administración de justicia’” (Sentencia C-025 de 2009, MP. Rodrigo Escobar Gil). 


Por su parte, “[e]l principio de presunción de inocencia está consagrado en el constitucionalismo colombiano como un derecho fundamental con arraigo expreso en la Constitución y el derecho internacional, del que se derivan importantes garantías para la persona sometida a proceso penal, como son: (i) Nadie puede considerarse culpable, a menos que se haya demostrado la responsabilidad mediante proceso legal, fuera de toda duda razonable, (ii) La carga de la prueba acerca de la responsabilidad recae sobre la acusación;  (iii) El trato a las personas bajo investigación por un delito, debe ser acorde con este principio. La formulación del artículo 248 de la Constitución, según la cual únicamente constituyen antecedentes penales las condenas impuestas en sentencias judiciales, en forma definitiva, configura un desarrollo de la garantía constitucional de presunción de inocencia” (Sentencia C-121 de 2012, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


Por último, “[u]na de las principales garantías del debido proceso, ha sostenido la Corte, es precisamente el derecho a la defensa, entendido como la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, “de ser oíd[a], de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como de ejercitar los recursos que la ley otorga (Sentencias C-617 de 1996, MP. José Gregorio Hernández Galindo y C-127 de 2011, M.P. María Victoria Calle). 


� Ver también: Sentencias C-013 de 1997, C-647 de 2001, C-551 de 2001, C-226 de 2002, C-420 de 2002, C-393 de 2002, C-148 de 2005, C-822 de 2005, C-291 de 2007 y C-1086 de 2008, entre muchas otras.





� Ver en este sentido la ya citada Sentencia C-370 de 2006 (M.Ps. Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández), fundamento 5.1; y también la Sentencia C-1199 de 2008 (M. P. Nilson Pinilla Pinilla), fundamento jurídico 10.1.


� De hecho, como incluso lo concluyó esa misma Corporación al decir: “La Corte Penal Internacional fue concebida como un instrumento para combatir la impunidad y lograr el respeto y la efectividad de los derechos humanos básicos, de las leyes de la guerra y del derecho internacional humanitario, incluso dentro de las fronteras de un Estado. Complementa los sistemas penales nacionales en la sanción de los responsables, en la reparación a las víctimas y en el restablecimiento de los derechos, al buscar que quienes sean responsables de cometer genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra o el crimen de agresión, y no hayan sido o no hayan podido ser juzgados en el ámbito nacional, sean juzgados por una Corte Penal Internacional con vocación de universalidad” (Sentencia C-578 de 2002, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa).


� “La Corte Constitucional ha señalado que debe tenerse como víctima o perjudicado de un delito penal a la persona que ha sufrido un daño real, concreto y específico, cualquiera sea la naturaleza de éste y el delito que lo ocasionó”: Sentencia C-360 de 2006 (M.P.s. Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Alvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández). 


� El derecho de las víctimas a la verdad supone para el Estado la obligación de permitirles conocer las circunstancias, los acontecimientos y los responsables de las conductas delictivas que se han realizado contra ellas. De ese derecho se distinguen, además, dos dimensiones: la individual, que se concreta en el derecho de las víctimas de tener un recurso judicial efectivo, y la colectiva, caracterizada por el denominado “deber de recordar” y contribuir a la memoria colectiva. La Corte Constitucional se pronunció in extenso sobre este asunto al analizar la exequibilidad la Ley 975 de 2005 (Sentencia C-575 de 2006, M.P. Álvaro Tafur Galvis), señalando que es el derecho a la verdad la razón por la que esclarecer los hechos es la forma en que desmovilizados postulados pueden acceden a los beneficios de la pena alternativa prevista en aquella norma. La forma de garantizar el derecho a la verdad, así entendida, supone complementar los aspectos procesales con  mecanismos extrajudiciales más flexibles que respondan a las necesidades de macro-criminalidad. En este sentido, la verdad en los procesos transicionales se puede construir con lo que diga el responsable, lo que verifiquen las autoridades y lo que pueda suministrar la víctima, todo lo cual implica unos medios probatorios más flexibles que son propios de este tipo de procesos y una serie de consideraciones sobre el contexto de los delitos. Así, por ejemplo, la confesión en la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2006), luego de las correcciones introducidas por la Corte Constitucional, debe ser completa y veraz y el incumplimiento de este requisito debe ser demostrado por la Fiscalía. En este sentido, allí se justificaron las medidas complementarias con estándares más laxos (Corte Suprema de Justicia, Auto radicado No. 32022 de septiembre de 2009). La Corte Suprema de Justicia, por su parte, contempló la posibilidad de crear una Comisión de la Verdad y resaltó su conveniencia como un espacio sin formalidades judiciales donde las víctimas pueden expresarse para ser reconocidas y reivindicadas por la sociedad, aunque su desarrollo depende del Ejecutivo y del Legislativo (Corte Suprema de Justicia, Sentencia 34634 de 2011).


� Como ya se decía en el Concepto 5557, sea esta ocasión pertinente para reiterar que el Ministerio Público reconoce que el derecho a la justicia constituye una de las cuestiones más problemáticas en los procesos de justicia transicional, por cuanto confronta el deber del Estado de investigar y juzgar los crímenes cometidos —sumado a las expectativas de las víctimas— con aquello que más teme y, seguramente, le resulta menos atractivo de dejar las armas y cesar el conflicto al victimario: una condena que lo prive de su libertad. Sin embargo, debe recordarse que con el proceso penal el Estado asume el rol central, buscando que la institución del castigo no derive en venganza y que, por el contrario, contribuya a los objetivos de reconstrucción del tejido social. Por lo tanto, aun cuando en el balance entre justicia y paz que se efectúa en un proceso de justicia transicional no resulta conveniente la aplicación del sistema penal permanente o tradicional sino, más bien, se deba estructurar uno sui generis, con reglas propias, éste en todo caso debe ser respetuoso de los derechos de las víctimas y del debido proceso, así como tener la flexibilidad necesaria sin que ello conlleve algún tipo de arbitrariedad y, además, ofrezca alternativas que no deriven en impunidad. En este sentido, la legislación penal debe propender por la realización de una transición efectiva, es decir, debe producir cambios sustanciales en el conflicto y, al mismo tiempo, debe estar conforme con los derechos de las víctimas reconocidos en los convenios internacionales.


� Específicamente con relación al derecho a la reparación y su contenido, esta Vista Fiscal se pronunciará más en detalle al momento de analizar el segundo cargo de la demanda sub examine. 


� Y esto porque, como ya se decía en ese mismo concepto: “(i) los derechos no son solo los que se establecen positivamente en la Carta Política o en la Ley, sino también los que se reconocen en los tratados internacionales de derechos humanos e incluso todos aquellos que se desprenden directamente de la naturaleza humana, por ser inherentes e inalienables a toda persona; y (ii) el Estado y sus instituciones, como se establece en las normas constitucionales invocadas y en muchas otras, tienen el deber y encuentran su razón de ser en el reconocimiento, la garantía, la promoción y la protección de estos derechos”.


� Entre los crímenes de lesa humanidad pueden mencionarse, por ejemplo, el embarazo forzoso, el asesinato y el secuestro, el despojo de tierras, entre otros y puede entenderse como un acto inhumano que causa graves sufrimientos contra la integridad, de conformidad con el artículo 7.1 del Estatuto de Roma. Finalmente, como crímenes de guerra, según el artículo 8.2 del mismo Estatuto, se entienden el uso de minas antipersonales u otros artefactos explosivos, los homicidios en persona protegida y los ataques indiscriminados contra la población y los bienes civiles.


� Cf. Ley 446 de 1998, artículo 18, y Ley 1285 de 2009 (que modifica la Ley 270 de 1996), artículo 16. 


� Al respecto, en la ya varias veces citada Sentencia C-370 de 2006, la Corte Constitucional explicó la relación de “evidente conexidad” que existe entre el deber de investigar y juzgar las violaciones a los derechos humanos (reconocidas en el Preámbulo y en los artículos 2°, 228 y 229 constitucionales) y los derechos a la verdad, la justicia y la reparación (reconocidos en los artículos 12, 29 y 229 Superiores). Así, en aquella ocasión la Sala Plena de esa Corporación sostuvo, entre otras cosas, que “[e]l contenido mínimo del derecho de las víctimas a la verdad protege, en primer lugar, el derecho a que los delitos más graves sean investigados” y que “[e]n cuanto se refiere a la dimensión colectiva de la verdad, su contenido mínimo incluye la posibilidad de las sociedades de conocer su propia historia, de elaborar un relato colectivo relativamente fidedigno sobre los hechos que la han definido y de tener memoria de tales hechos.  Para ello, es necesario que se adelanten investigaciones judiciales imparciales, integrales y sistemáticas, sobre los hechos criminales de los que se pretende dar cuenta histórica”.  


� A partir de la afirmación citada se advierte, por lo tanto, que a diferencia de lo que ha hecho esta Jefatura la Corte parece no distinguir entre priorizar y seleccionar.  


� Con respecto a la Ley 1448 de 2011 para el presente proceso resulta de suma relevancia mencionar  la Sentencia C-099 de 2013(M.P. María Victoria Calle Correa), en donde esa Corporación declaró la exequibilidad de sus artículos 79, 88 y 132, relativos a la reparación administrativa, entre otras; la Sentencia SU-254 de 2013 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), en donde la Corte unificó su jurisprudencia con respecto a los derechos de las víctimas de desplazamiento forzado a la reparación integral; y, finalmente, la Sentencia C-715 de 2012 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), en donde, al analizar una variedad de artículos de la misma norma, la Sala Plena se pronunció sobre los derechos de las víctimas, las acciones de restitución en favor de los despojados, de los principios de restitución, despojo y abandono de tierras, entre otros.  


� Sólo por citar un ejemplo, véase el artículo 8° de la Ley 1592 de 2012.  


� Sólo por citar un ejemplo de esto, sea pertinente destacar que en la Sentencia C-250 de 2012 (M.P. Humberto Sierra Porto) la Corte Constitucional declaró que era exequible que el Legislador estableciera, incluso, una restricción temporal para catalogar a una persona como víctima del conflicto armado (art. 3 de la Ley 1448 de 2011) y, por esta razón, concluyó que limitar la reparación patrimonial a las personas víctimas de hechos acaecidos a partir del 1° de enero de 1985 era razonable, entre otras razones, porque aunque “[…]se podría sostener que toda delimitación temporal es inconstitucional, pues en principio las medidas de reparación de índole patrimonial deberían ser garantizadas a todas las víctimas, sin embargo, tal postura limitaría de manera desproporcionada la libertad de configuración del Legislador, además que sería abiertamente irresponsable desde la perspectiva de los recursos estatales disponibles para la reparación de los daños causados, pues generaría expectativas de imposible satisfacción que acarrarían [sic] responsabilidades ulteriores al Estado Colombiano […]implicaría el sacrificio de bienes constitucionalmente relevantes cual es en primer lugar la efectividad de los derechos de las víctimas que se pretende reparar, pues no se puede desconocer las limitaciones de los recursos estatales que pueden ser invertidos para tal propósito”.    
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